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N O T A   E x p l I C A T I V A 


Este documento, presentado por primera vez el 29 de marzo de 2005 a la Comisión de Seguridad Hemisférica, ha sido revisado, y las enmiendas aparecen en este texto, CP/CSH-680/05 rev. 1.   

Los principales cambios son los siguientes:

1.
Cada una de las referencias a la función de la Junta ha sido modificada en forma que rece “prestar servicios de asesoramiento técnico y consultivo en asuntos militares, de defensa y conexos [similares]”
/  Este cambio se refleja en la Explicación resumida, el Proyecto de Acuerdo y el Proyecto de Estatuto, y en los análisis de las secciones.  El texto de esta fórmula es el resultado de conversaciones adicionales con las delegaciones y del propósito de dar cabida a los temas de su interés.  Se utiliza a lo largo de todo el documento.  
2.
Las disposiciones del Artículo 3.2 del Proyecto de Estatuto en que se hace hincapié en los principios de supervisión civil y conformación democrática de las autoridades han sido trasladadas de ese artículo, que se refiere a limitaciones del alcance de las actividades de la Junta, a un nuevo Artículo 1.3 sobre Naturaleza jurídica de la Junta, en que es más lógico que figure.

3.
Se han enmendado los Artículos 3.1 y 3.2 del Proyecto de Estatuto agregándose subpárrafos alternativos indicados por un “bis”, que permitirían a la Junta prestar servicios de asesoramiento técnico y consultivo a los Estados miembros que lo solicitaran, en la medida en que la Junta dé a conocer prontamente al Consejo Permanente la presentación de cualquier solicitud de ese género y el asesoramiento y los servicios dispensados. Esta alternativa fue sugerida por una delegación de ALADI, con el fin de crear consenso sobre este tema, y con la idea de que la obligación de informar brindaría suficiente transparencia para disipar preocupaciones anteriores sobre la prestación de servicios de asesoramiento y consultivos a Estados, individualmente considerados 

4.
El proyecto del Artículo 27 del Proyecto de Estatuto, y un texto similar del Artículo 14.2, que hacía referencia a la posibilidad de establecer un fondo respaldado por contribuciones obligatorias, fue eliminado en respuesta a comentarios de que el establecimiento de ese fondo era sencillamente inaceptable, fueran cuales fuesen las circunstancias.
5.
Se ha dado una nueva redacción a las disposiciones sobre participación de observadores distintos de los Observadores Permanentes que aparecen en el Artículo 6 del Proyecto de Estatuto, de modo de incorporar conceptos tomados de las Directrices para la Participación de Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA y del nuevo Estatuto del Instituto Interamericano del Niño (IIN), recientemente aprobado, como garantía de que los mismos tipos de preocupaciones planteadas con respecto a los observadores por los Estados miembros cuando se adoptó el Estatuto del IIN se tuvieran en cuenta aquí y no se convirtieran en un ámbito de posible controversia en el debate sobre el nuevo Estatuto de la JID.

6.
En el Proyecto de Estatuto se agregó una disposición al Artículo 2, sobre Propósito, para que refleje la necesidad de que la Junta tenga en cuenta en su labor las necesidades de los Estados más pequeños, como lo solicitó una amplia mayoría de las delegaciones que formularon comentarios.

7.
Se introdujeron las correcciones que correspondían en varias partes del texto en que se había incurrido en contradicciones por inadvertencia.  Gran parte de ellas aparecían en los análisis de secciones en que se describen las posiciones orientadoras de la Secretaría.

8.
Se enriqueció el análisis de la sección sobre  prerrogativas e inmunidades del Proyecto de Estatuto para aclarar preocupaciones planteadas por el país-sede.  Análogamente, se ampliaron los análisis de secciones para hacer referencia en forma más detallada a las correspondientes exposiciones escritas de los Estados miembros, en especial en el análisis de la  sección correspondiente al Artículo 2.  Finalmente, en los análisis de secciones se introdujeron referencias más frecuentes al fundamento jurídico de la opción de Entidad.

EXPLICACIÓN RESUMIDA


Teniendo en cuenta el mandato encomendado a la Comisión de Seguridad Hemisférica de concluir el análisis de la relación jurídica e institucional entre la Organización de los Estados Americanos y la Junta Interamericana de Defensa [AG/RES. 1998 (XXXIV-O/04)], así como las numerosas y fructíferas conversaciones sobre el tema entre la Presidencia y los Representantes Permanentes de la Organización, he preparado el presente documento, el cual contiene propuestas de textos de los documentos necesarios para establecer a la Junta como Organismo Especializado o como Entidad, según lo que decidan los Estados miembros.  Se ha procedido con especial cuidado para que estos documentos reflejen el consenso al que se llegó en materia de supervisión civil y composición democrática de la Junta, la elección de sus autoridades y el alcance de sus funciones.


Con respecto a las funciones de la Junta en los documentos propuestos se incluyen las reconocidas por la Asamblea General en su resolución AG/RES. 1240 (XXIII-O/93), consistentes en brindar servicios de asesoramiento y consultivos de “carácter técnico-militar que en ningún caso podrán tener naturaleza operativa”.  También se incluye la asistencia técnica en materia de programas de desminado, sobre la base de las resoluciones de la Asamblea General AG/RES 1343 (XXV-O/95); AG/RES 1413 (XXVI-O/96); AG/RES. 1498 (XXVII-O/97); AG/RES. 1568 (XXVIII-O/98); AG/RES. 1641 (XXIX-O/99); AG/RES. 1751 (XXX-O/00); AG/RES. 1793 (XXXI-O/01); AG/RES. 1875 (XXXII-O/02), AG/RES. 1878 (XXXII-O/02); AG/RES. 1995 y AG/RES. 2002 (XXXIV-O/04).

La Junta posee también funciones en la esfera de las medidas de fomento de la confianza y de la seguridad (MFCS). A este respecto la Asamblea General solicitó que la Junta prepare estudios, prepare y actualice todos los inventarios de MFCS en los Estados miembros y en otras regiones, prepare proyectos de directrices para la presentación estandarizada de informes sobre la aplicación de las MFCS por parte de los Estados miembros y establezca una base de datos de MFCS. En el proyecto de Estatutos se hace referencia específica a esas funciones.
/
La Asamblea General también ha asignado a la JID una tarea relacionada con las armas pequeñas y ligeras, en su resolución AG/RES. 1997 (XXXIV-O/04). A este respecto solicitó que la Junta prepare, con la asistencia del Colegio Interamericano de Defensa (CID), un manual para los Estados miembros sobre las mejores prácticas para la identificación, recopilación, manejo, aseguramiento y destrucción de arsenales de armas pequeñas y ligeras. En el proyecto de Estatuto se reconfirma la asignación de esa función a la Junta y al CID.


En 2002 y 2003, a través de sus resoluciones AG/RES. 1879 (XXXII-O/02), AG/RES. 1967 (XXXIII-O/03), la Asamblea General encomendó al CID “que proporcione, cuando así se le solicite, asesoramiento técnico a la Comisión de Seguridad Hemisférica y a los Estados Miembros sobre la elaboración de documentos de políticas y doctrinas de defensa”.  En el proyecto de Estatuto se reconfirma la asignación de esa función a la Junta y al CID.

I.  LOS DOCUMENTOS

Los documentos adjuntos incluyen un Acuerdo, que sólo es necesario si los Estados miembros eligen la opción de “Organismo Especializado”, y el proyecto de Estatuto.  Éste fue preparado inicialmente para la opción de organismo especializado, pero se han agregado secciones sombreadas entre corchetes que han de usarse si los Estados miembros aprueban, en cambio, la opción de “Entidad”.

Las secciones sombreadas entre corchetes están adaptadas de disposiciones clave del Acuerdo que guardan relación, en gran medida, con cooperación con otros organismos y con la Secretaría General de la OEA.  Las trasladamos al Estatuto, para que se usen si se elige la opción de Entidad, porque ninguna resolución de la Asamblea General o disposición de la Carta requiere un acuerdo entre la Organización y una Entidad como el que existe con respecto a los Organismos Especializados, y esas disposiciones revisten importancia.


También adjuntamos tres modelos de resoluciones alternativas para ponerlas a consideración de la Asamblea General en su próximo período ordinario de sesiones.  El primero establece la Junta como Organismo Especializado.  El segundo autorizaría al Consejo Permanente a adoptar el Estatuto por el que se reconoce a la JID como Entidad y ponerlo en vigor inmediatamente, ad referendum de la Asamblea General.  En virtud del tercero, la Asamblea General designaría a la Junta como Entidad y adoptaría su Estatuto en su venidero período ordinario de sesiones.


El proyecto de Acuerdo y el proyecto de Estatuto están acompañados de un análisis por sección.  No obstante, a continuación se incluye un breve resumen de ambos y el proyecto de resolución:

A.
El Acuerdo
El Acuerdo se basa sobre todo en los requisitos establecidos en las “Normas para la aplicación y coordinación de las disposiciones de la Carta sobre organismos especializados interamericanos” aprobadas por la Asamblea General en su resolución AG/RES. 87 (II-O/72) (“Normas de AG/RES. 87”), así como en los acuerdos existentes entre la OEA y otros organismos especializados, específicamente, el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA), el Instituto Panamericano de Geografía e Historia (IPGH) y el Instituto Interamericano del Niño (IIN).  Por supuesto que las disposiciones extraídas de esos acuerdos han sido adaptadas según fue necesario para conformarlas con las áreas de idoneidad y la naturaleza de la Junta.

En el Artículo I se reconoce a la Junta como organismo especializado de la OEA, con autonomía técnica en su limitada esfera de competencia:  prestar servicios de asesoramiento técnico y consultivo en asuntos militares, de defensa y conexos [similares],
 pero, al mismo tiempo, la Junta está obligada a tener en cuenta y seguir las decisiones de la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores y el Consejo Permanente.  En este artículo se establecen muy claramente las limitaciones al alcance de la función de la Junta, incluido su naturaleza no operativa. Asimismo se reconoce la autoridad de la Asamblea General, en virtud del Artículo 53 de la Carta y de la resolución XXXIV de la Novena Conferencia Internacional de Estados Americanos para modificar el Estatuto de la Junta y abolirlo.  Este arreglo establece con firmeza el principio de la autoridad civil sobre la Junta.

En el Artículo II, las partes reconocen la supremacía legal del Estatuto aprobado por la Asamblea General.  El mismo prevé que la Junta no tendrá ninguna función fuera de las dispuestas en el Estatuto o conforme lo disponga la Asamblea General.

La Junta ocupó instalaciones de propiedad de la Secretaría General de la OEA por más de cincuenta años.  El Artículo III reconoce esa relación de arrendamiento, pero establece también que está sujeta a la voluntad de la SG/OEA y al acuerdo de la Junta de seguir financiando las reparaciones, el mantenimiento y demás costos conexos.

En el Artículo IV se afirma la obligación de la Junta de informar anualmente a la Asamblea General.  Asimismo, se establece una “guía” para la correspondencia entre la Junta y los demás órganos de la OEA.


Uno de los primeros objetivos del Acuerdo, según lo establecido en la resolución AG/RES. 87 sobre normas, es establecer directrices para la cooperación y coordinación entre cada organismo especializado y los demás órganos de la OEA.  Eso es lo que establece el Capítulo V, fundamentalmente en base a los correspondientes artículos de los acuerdos de la OEA con los demás organismos especializados.


El Capítulo VI dispone que sólo la Junta es responsable de obtener sus propios recursos financieros.  No obstante, se reconoce la posibilidad de obtener una asignación anual del Fondo Regular de la OEA, y se establece un cronograma y los procedimientos para presentar una propuesta con ese fin, de acuerdo con la práctica actual.  En este Capítulo también se establece que la Junta no tendrá un estatuto preferencial respecto de los demás órganos en la asignación del Fondo Regular, en caso de escasez de flujo de caja.  Además, el Capítulo VI establece que los fondos que reciba la Junta del Fondo Regular estarán sujetos a las disposiciones de auditoría fijadas en las Normas Generales de la OEA y que los costos de auditoría serán solventados por la Junta con esos recursos.


En el Capítulo VII, referente al personal de la Junta, se establece que este no será personal de la Secretaría General.  No obstante, se reconoce la posibilidad de pases en comisión y de que los funcionarios de la Junta se incorporen al plan de jubilaciones de la OEA, derecho del que ya gozan.  También se establecen disposiciones sobre el uso del documento de viaje de la OEA por el personal de la Junta.


El Acuerdo concluye con una disposición sobre enmienda y terminación.  Al igual que los demás acuerdos entre los organismos especializados y la OEA, el que nos ocupa puede ser modificado por el Secretario General y el principal funcionario ejecutivo de la Junta, previa autorización de sus respectivos órganos rectores –la Asamblea General, en el caso de la OEA, y el Consejo de Delegados, en el caso de la Junta.  En cuanto a la terminación.  Sólo la Asamblea General o el Consejo de Delegados están autorizados a terminar el Acuerdo.

B.
Estatuto

El Estatuto se basa sustancialmente en la versión del 24 de febrero de 2004 redactada por la Junta.  Eliminamos el preámbulo en ese primer proyecto porque en general el Estatuto no tiene preámbulo.  Luego, pasamos a reestructurar el Estatuto en capítulos temáticos.  Contiene ocho:  I. Naturaleza, propósitos y funciones; II. Participación (miembros, observadores permanentes, observadores e invitados); III. Estructura; IV. El Consejo de Delegados (Propósito, Funciones, Delegaciones, Reuniones, Quórum y Votación; Presidencia y Vicepresidencia); V. La Secretaría (Estructura y funciones, Director General, Subsecretarías, Recursos humanos); VI. El Colegio Interamericano de Defensa; VII. Recursos financieros, y VIII. Disposiciones Varias (Prerrogativas e inmunidades; Prohibición de discriminar; Derecho interno:  Enmienda del Estatuto)

En el Capítulo I se establece a la JID como Órgano Especializado o Entidad de la OEA.  Como más arriba se señaló, los Estatutos son básicamente idénticos en la opción de Entidad y en la opción de Organismo Especializado.  La única diferencia es lo que aparece en las secciones sombreadas entre corchetes, que se usará si se elige la opción de Entidad, así como el término “Organismo Especializado” que aparece en este capítulo y en otras disposiciones en relación con la naturaleza jurídica de la JID, que se cambiará por “Entidad” y se aplicará igualmente a la Junta independientemente de que se trate de un Organismo Especializado o una Entidad. Una vez que se adopte esa decisión se introducirán las consiguientes enmiendas en este capítulo.

En el Artículo I se reconoce la autonomía técnica de la Junta en cuanto a “prestar servicios de asesoramiento técnico y consultivo en asuntos militares, de defensa y conexos [similares]” y, al igual que el Acuerdo, requiere que la Junta siga las recomendaciones de la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta y el Consejo Permanente dentro de las respectivas áreas de competencia.  Además, se reitera que la Junta, reconstituida conforme a este Estatuto, se basa en los principios de supervisión civil y conformación democrática de sus autoridades.  El Artículo 2 establece el propósito y reconoce que la Junta, para el cumplimiento de su propósito, debe tener en cuenta las necesidades de los Estados más pequeños, tal como lo expresó una gran mayoría de las delegaciones.

El Artículo 3 de este Capítulo establece las dos funciones básicas de la Junta:  (a) prestar servicios como órgano asesor especializado de la OEA para “prestar servicios de asesoramiento técnico y consultivo en asuntos militares, de defensa y conexos [similares] ”, y (b) elaborar y brindar oportunidades para un estudio académico avanzado de asuntos relacionados con cuestiones militares y de defensa, el sistema interamericano y disciplinas académicas conexas, para autoridades gubernamentales militares y civiles.  El Artículo 3 de esta Sección continúa enumerando las funciones específicas relacionadas con los propósitos expresados en el Artículo precedente, al igual que las limitaciones.  

El Capítulo II sobre “Miembros”, dispone que todos los Estados Miembros de la OEA que lo soliciten pueden ser miembros.  Agrega, luego, las condiciones para la suspensión de la integración y para el retiro voluntario.  La suspensión es automática para los Estados suspendidos por la Asamblea General de la OEA en virtud del Artículo 9 de la Carta de la OEA o el Artículo 21 de la Carta Democrática.  Asimismo, el Consejo de Delegados, tal como lo permite actualmente su Reglamento vigente, puede suspender a un miembro por dos tercios de los votos de sus integrantes, por  “no asistir a reuniones del Consejo de Delegados conforme a los requisitos del Reglamento de la Junta, o incumplimiento de otros requisitos establecidos por el Consejo de Delegados” 

Los Observadores Permanentes ante la OEA y los Estados miembros de la OEA que no son Miembros de la Junta que lo soliciten podrán convertirse en Observadores Permanentes de la misma.  Otros Estados miembros de las Naciones Unidas pueden convertirse en Observadores Permanentes siempre que cumplan los requisitos establecidos por la Junta, conforme a la resolución CP/RES. 407 (572/84) del Consejo Permanente sobre Observadores Permanentes.

El Capítulo III de ese Estatuto reduce a tres los siete órganos propuestos en una versión anterior del proyecto de Estatuto, de febrero de 2004, preparada por la Junta: el Consejo de Delegados; la Secretaría; y el Colegio.  El Consejo de Delegados, que se describe en el Capítulo IV, es el órgano representativo de la Junta.  Conforme al principio de igualdad jurídica de los Estados establecido en la Carta, la Delegación de cada Miembro tiene un voto.  El Jefe de cada delegación debe ser un Oficial Jefe, un Capitán o Coronel, o un funcionario civil con potestades y conocimientos similares referentes a asuntos militares, de defensa y conexos [similares].  Las principales funciones del Consejo son las siguientes:  a) establecer políticas, dentro de las directrices establecidas por la Asamblea General, la Reunión de Consulta y el Consejo Permanente, y b) supervisar la aplicación de esas políticas y la administración de la Junta y del Colegio.  Esas funciones se describen en forma más completa en el Artículo 11 del Estatuto.  

Las reuniones formales del Consejo de Delegados se denominan también Asambleas.  No obstante, en cuanto a los requisitos de quórum y votación, este Estatuto aplica las normas recientemente adoptadas por el Consejo Permanente en sus últimas enmiendas a su Estatuto y Reglamento.  La reducción del quórum para una reunión, de dos tercios de los miembros a uno, según lo propuesto en el Estatuto cuyo proyecto se adjunta, brinda mayor flexibilidad y agilidad para las reuniones.  La votación sobre varias cuestiones graves, incluidas las referentes a suspensión, remoción de autoridades y asuntos financieros, requerirá una mayoría calificada de dos tercios de votos de todos los miembros.  Todas las restantes decisiones requerirán el voto mayoritario de los Miembros.  Al igual que en el Estatuto y el Reglamento del Consejo Permanente, en este proyecto de Estatuto se aplican normas más flexibles para las operaciones de comisiones, subcomisiones y grupos de trabajo.

El Artículo 15 del Capítulo IV prevé el cargo de Presidente del Consejo y el de Vicepresidente.  El Estatuto requiere que el Presidente y el Vicepresidente sean electos por el Consejo de Delegados conforme al principio de rotación y distribución geográfica y equitativa, en forma compatible con las normas estipuladas en la AG/RES 87 Normas.  Pueden ser Oficiales Jefes o funcionarios civiles con potestades y conocimientos similares en la esfera de competencia de la Junta.

El Capítulo V del Estatuto describe la Secretaría y sus funciones.  Establece el cargo de Director General, como oficial ejecutivo jefe de la Secretaría y representante legal del Consejo.  El Director General es electo por el Consejo por un plazo de hasta un año, y debe ser un Oficial Jefe de la Armada o un Oficial Civil de un Estado miembro de la Junta con potestades y conocimientos análogos en asuntos militares, de defensa y conexos [similares].  La Secretaría está organizada en dos subsecretarías, cada una de las cuales es encabezada por un Director elegido por el Consejo de Delegados:  la Subsecretaría de Servicios de Asesoramiento, encargada de prestar servicios de asesoramiento técnico, principalmente al Consejo de Delegados, y la Subsecretaría de Servicios Administrativos y de Conferencias, encargada de todos los demás asuntos.  Ambos Directores son responsables directamente ante el Director General.  El procedimiento de selección para ambos cargos ha sido democratizado; en otras palabras, los directores son elegidos por el Consejo. Pueden ser funcionarios militares de alto rango o funcionarios civiles con potestades y conocimientos similares en la esfera de competencia de la Junta y asignados a la Junta por su país.

El Capítulo VI dispone que el Colegio es independiente de la Secretaría.  Su Director es elegido por el Consejo de Delegados, tal como lo recomendó la Junta en su proyecto del Estatuto del 24 de febrero.  El Colegio se encarga de elaborar acuerdos con el país-sede referentes a instalaciones, suministros y servicios, y debe coordinar sus operaciones administrativas con la Secretaría a través del Director General.

Los Capítulos V y VI incluyen disposiciones sobre recursos humanos.  Juntamente con el Acuerdo, disponen que los funcionarios de la Secretaría y de la Junta no podrán ser funcionarios de la Secretaría General, sino que al igual que en la mayoría de los organismos especializados, la Junta se encargará, como siempre ha ocurrido, de contratar y regular las actividades de su propio personal.  En el Estatuto, sin embargo, se prevén determinados parámetros comunes al sistema interamericano y al preceptuado por la Normas de AG/RES. 87.  En otras palabras, el personal debe ser seleccionado conforme a criterios objetivos: competencia, eficiencia y probidad, teniendo en cuenta la necesidad de una amplia representación geográfica.  También existen disposiciones similares a las que se aplican en otros órganos de la OEA que prohíben los conflictos de intereses y establecen un régimen de responsabilidad.  Luego, la sección sobre recursos humanos contiene disposiciones que reconocen el hecho de que parte del personal de la JID está formado por funcionarios en comisión de países miembros de la JID y empleados civiles de carácter más regular.  También se hace referencia a la contratación de recursos humanos a través de contratos de desempeño, y a las facultades de la Junta de celebrarlos.

El Capítulo VII trata el tema de los recursos financieros.  Reconoce la contribución anual de que ha gozado la JID durante más de cincuenta años, proveniente del Programa-Presupuesto del Fondo Regular de la OEA, pero especifica que la OEA no está obligada a seguir proporcionándolo.  En este capítulo se describen los fondos voluntarios aportados por miembros individuales y se dispone su depósito en fondos específicos y fondos fiduciarios, conforme a especificaciones de los donantes y otras normas regulatorias establecidas por el Consejo de Delegados.  En el Capítulo VII se dispone asimismo que la Junta adopte y haga cumplir normas financieras que reflejen criterios comúnmente aceptables, para garantizar la existencia de controles adecuados y transparencia en la administración financiera de la Junta.

El Capítulo VIII, Disposiciones Varias, que se convierte en el Capítulo IX si se elige la opción de Entidad, contiene varias disposiciones sobre prerrogativas e inmunidades que revisten importancia para el efectivo cumplimiento, por parte del Directorio, de sus funciones.  En un artículo se reconocen las prerrogativas e inmunidades ya acordadas a la Junta y a sus delegaciones por el país-sede.  En otro se establece la norma general de que los prerrogativas e inmunidades de que goza la Junta en los Estados miembros dependerán de los acuerdos que concluyan la OEA y la Junta con los Estados miembros a ese respecto.  En este capítulo hay también una disposición que prohíbe la discriminación por razones de raza, credo y género, al igual que en la Carta y en los documentos básicos de otros órganos de la OEA.  

El Capítulo VIII, que aparece entre corchetes y sombreado, sólo debe incluirse si se elige la opción de Entidad.  Contiene disposiciones sobre la relación entre la Junta y otros órganos de la OEA, en especial en relación con cooperación.  Esas disposiciones se adaptan de los Artículos III-V y VII del Acuerdo.  Es importante que se incluyan en el Estatuto en el caso de la Entidad, porque si se elige esa opción no se celebrará un acuerdo.

El Capítulo VIII (alternativamente el IX, como se señala más arriba) contiene una sección final sobre el derecho interno de la Junta y el proceso de enmienda de su Estatuto.  La sección sobre derecho interno refuerza el principio de control civil de la Junta.  Establece que en la cima de la pirámide jurídica se encuentra la Carta de la OEA, seguida por las resoluciones de la Asamblea General (los estatutos son una de ellas), luego las decisiones de la Reunión de Consulta, y luego las resoluciones del Consejo Permanente, dentro de su esfera de competencia respecto a la Junta.  En orden descendente de autoridad se ubican luego las resoluciones y otras decisiones del Consejo de Delegados, seguidas por los actos administrativos promulgados por el Director General y el Director del Colegio, cada uno dentro su esfera de competencia.  En cuanto a la enmienda del Estatuto, el artículo final del Capítulo VIII establece que sólo puede ser enmendado por resolución de la Asamblea General, pero el Consejo Permanente puede poner a consideración de la Asamblea General proyectos de enmienda, por iniciativa propia o por recomendación del Consejo de Delegados.

C.
La Resolución

Hemos presentado tres posibles modelos de resoluciones:  el preámbulo es esencialmente el mismo para los tres y sienta las bases de cambio de reconocimiento de la Junta como Organismo Especializado dentro de la OEA.  En primer lugar, señala que tanto la OEA como la Junta son organismos públicos internacionales con sede en Washington, D.C., y que poseen personería jurídica propia.  Se hace referencia a los ámbitos de interés común de ambos organismos; a sus orígenes comunes (la Novena Conferencia Internacional de Estados Americanos), y a la necesidad de establecer dentro de la Junta el “principio de supervisión civil de las Fuerzas Armadas dentro del contexto de la democracia representativa” En el preámbulo se citan las resoluciones de la Asamblea General, que confiaron al Consejo Permanente el mandato de recomendar cambios estructurales tendientes a modernizar a la Junta a los efectos de establecer claramente su relación jurídica con la OEA y establecer como base de su relación “el principio de supervisión civil y la conformación democrática de sus autoridades”.  También cita las disposiciones de respaldo contenidas en la Declaración sobre Seguridad en las Américas de 2003. Finalmente, en el preámbulo se examina la base de las facultades jurídicas de la Asamblea General de  adoptar un nuevo estatuto para la Junta y, en el caso de la opción de Organismo Especializado, el requisito consistente en la celebración de un Acuerdo entre el órgano y la OEA como condición para el reconocimiento de la Junta como Organismo Especializado de la OEA.


El primer modelo es que el de ha de utilizarse si la Asamblea General adopta la opción de “Organismo Especializado”.  Su primer párrafo dispositivo autoriza y encomienda a la Secretaría General la firma del Acuerdo básico entre la Junta y la OEA.  Este acuerdo es un sine qua non jurídico para la adquisición, por parte de la Junta, del carácter de Organismo Especializado de la OEA.

El segundo párrafo dispositivo reconoce expresamente a la Junta como organismo especializado.  El reconocimiento formal es también un requisito jurídico necesario, conforme al Capítulo XVIII de la Carta, para obtener la calidad de Organismo Especializado.  No obstante, esta disposición supedita la entrada en vigor de ese reconocimiento formal a la firma del Acuerdo por parte de la Junta.

El tercer párrafo dispositivo aprueba el Estatuto.  No obstante, éste no entra en vigor hasta que se suscribe el Acuerdo.  Por lo tanto, todo está sujeto a la firma del Acuerdo por parte de la Junta.

El cuarto párrafo dispositivo se incluye como posible incentivo para que la Junta suscriba prontamente el Acuerdo.  Si no lo hace, el Consejo estará facultado (no obligado) a interrumpir el financiamiento de la Junta con recursos del Fondo Regular, y a desalojarla de la Casa del Soldado.

El segundo modelo es el que ha de usarse si se elige la opción de Entidad.  En él se autoriza al Consejo Permanente a seguir trabajando con la Junta en relación con el Estatuto; adoptar el Estatuto por el que se reconoce a la JID como Entidad de la OEA, y poner en vigencia el Estatuto de inmediato, ad referendum de su ulterior consideración y aprobación por parte de la Asamblea General.

El tercer modelo también corresponde a la opción de Entidad, pero es diferente, porque en lugar de conferir al Consejo Permanente la potestad de seguir trabajando en el Estatuto y aprobarlo ad referendum de una ulterior decisión de la Asamblea General, se adoptaría el Estatuto y se pondría en vigor de una vez por todas en la Asamblea General.

II.  CONCLUSIÓN


Los presentes documentos – el Proyecto de Acuerdo, el Estatuto y la Resolución – fueron preparados con el único objetivo de hacer avanzar la labor de la Comisión.  Se ha llegado a un consenso informal con respecto al mandato y a las funciones de la Junta, y se espera que estas propuestas faciliten el envío al Consejo Permanente de recomendaciones finales para que sean consideradas por la Asamblea General.


Carmen Marina Gutiérrez Salazar


Representante Permanente de Nicaragua ante la OEA


Presidenta de la Comisión de Seguridad Hemisférica

1 de abril de 2005

PROYECTO

ACUERDO BÁSICO

ENTRE 

LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS

Y

LA JUNTA INTERAMERICANA DE DEFENSA


LAS PARTES, la Organización de los Estados Americanos (“OEA” o “la Organización”), y la Junta Interamericana de Defensa (“JID” o “la Junta”),


Teniendo presente que ambas Partes son organismos públicos internacionales del sistema interamericano, poseedoras de personería jurídica independiente y oficinas en Washington, D.C.;

Recordando que Junta Interamericana de Defensa fue creada en 1942 por resolución de la Tercera Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas, y fue reforzada ulteriormente a través de las Resoluciones VII y XXXIV de la Novena Conferencia Internacional de Estados Americanos, Conferencia que dio nacimiento a la OEA y a su Carta de 1948;


Teniendo en cuenta que la Junta y la OEA comparten objetivos comunes con base en la Carta de la OEA en el sentido de garantizar la paz y la seguridad del hemisferio y el respeto por el principio de supervisión civil de las fuerzas armadas dentro del contexto de la democracia representativa;


Recordando que por resolución AG/RES. 1240 (XXIII-93) la Asamblea General “reiter[ó] que es necesario precisar la vinculación jurídico-institucional entre la Junta Interamericana de Defensa y la Organización de los Estados Americanos.  .  .  .”, y en la resolución AG/RES. 1848 (XXXII-O/02) la Asamblea General encomendó al Consejo Permanente “que examine la relación entre la OEA y la Junta y eleve recomendaciones a la Asamblea General y la JID para modificar la estructura e instrumentos básicos de la Junta en la medida necesaria para clarificar y lograr consenso en torno a su condición con respecto a la OEA, incluido el principio de supervisión civil y la conformación democrática de sus autoridades”;


Teniendo presente que la Asamblea General, órgano supremo de la OEA, está autorizado, conforme al Artículo 54 de la Carta, a “[d]ecidir la acción y la política generales de la Organización, determinar la estructura y funciones de sus órganos .  .  .  [y] a [d]ictar disposiciones para la coordinación de las actividades de los órganos, organismos y entidades de la Organización entre sí, y de estas actividades con las de las otras instituciones del sistema interamericano”;


Considerando que conforme al Artículo 124 de la Carta, la Asamblea General determina qué instituciones intergubernamentales del sistema interamericano han de ser designadas como organismos especializados de la OEA conforme al Artículo 53(h) y al Capítulo XVIII de la Carta;


Considerando asimismo que el Artículo 128 de la Carta establece que las relaciones entre los organismos especializados y la OEA se establecen en acuerdos mutuamente celebrados por ellos y por la Secretaría General, conforme a la autorización de la Asamblea General, y que la resolución AG/RES. 87 (II-O/72) establece directrices para esos acuerdos;


Teniendo en cuenta que la Asamblea General ha designado a la Junta como Organismo Especializado conforme a la Carta y ha aprobado su Estatuto, con sujeción a la entrada en vigor de un acuerdo entre la JID y la OEA, en que se defina su relación conforme al Artículo 128 de la Carta,

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


El texto que antecede establece un trasfondo histórico y jurídico del presente acuerdo.  En los dos primeros apartados se identifica a las Partes y se reafirma el hecho de que ambas son organismos públicos internacionales del sistema interamericano con oficinas en Washington, D.C., y que ambas poseen la personería jurídica necesaria para celebrar un acuerdo de cumplimiento obligatorio.  Los organismos públicos internacionales son organismos internacionales cuyos miembros son gobiernos, como ocurre con la OEA y con la Junta.


En los dos párrafos siguientes del texto en cuestión se establece el parentesco común de la OEA y la Junta.  También se destaca la identificación común de ambos organismos con los objetivos de la paz y la seguridad en el Hemisferio.


El quinto párrafo del texto se refiere al mandato impartido por la Asamblea General al Consejo Permanente de la OEA de examinar la relación entre ambos organismos  para recomendar a la Asamblea General posibles modificaciones de la estructura y las funciones de la Junta.  Se establece que el fundamento del mandato es la necesidad de aclarar la relación jurídica entre la Junta y la OEA, junto con el interés de establecer un sistema de supervisión civil de la Junta y un proceso más democrático para la selección de sus altas autoridades.


En el párrafo siguiente del texto se hace referencia a las facultades conferidas por la Carta a la Asamblea General de determinar la estructura y las funciones de todos los órganos de la OEA, coordinar sus actividades y designar órganos del sistema interamericano como organismos especializados de la Organización. En el penúltimo párrafo del texto de que se trata se señala que tanto la Carta como la resolución AG/RES. 87(II-O/72) de la Asamblea General disponen que los parámetros generales de la relación entre organismos especializados y la OEA  se establezcan en acuerdos entre esos organismos y la OEA.  En el párrafo final del texto en cuestión se hace referencia a la designación de la Junta como organismo especializado, lo que presumiblemente ocurrirá en la próxima Asamblea General.  Como se señala en ese párrafo, esa designación no se hará efectiva hasta que se suscriba el acuerdo.

ACUERDAN:

ARTÍCULO I

NATURALEZA JURÍDICA DENTRO DE LA OEA


1.1
En virtud de la firma del presente Acuerdo, la JID será un Organismo Especializado de la OEA conforme al Capítulo XVIII de la Carta de la OEA, registrado conforme a lo dispuesto en el Artículo 1(b) de las Normas para la aplicación y coordinación de las disposiciones de la Carta sobre organismos especializados interamericanos, establecidas en virtud de la resolución AG/RES. 87 (II-O/72).


1.2
A solicitud del Consejo Permanente o por su propia iniciativa, la Asamblea General de la OEA podrá abolir la Junta por voto de dos tercios de los Estados miembros de la OEA, o modificar su estatuto según lo dispuesto en el Artículo II, infra.


1.3
La Junta goza de la más completa autonomía técnica para prestar servicios de asesoramiento técnico y consultivo en asuntos militares, de defensa y conexos [similares] y en cuanto a oportunidades educativas sobre esos temas, que en ningún caso serán de naturaleza operativa, pero tiene en cuenta y cumple las recomendaciones de la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores (“Reunión de Consulta”) y el Consejo Permanente de la OEA dentro de sus respectivos ámbitos de competencia.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


En el Artículo 1 se define la naturaleza jurídica de la Junta como organismo especializado dentro de la OEA.  La Sección 1.1 dispone que adquirirá esa calidad una vez que se suscriba el Acuerdo.  Naturalmente, se presume que la Asamblea General ha aprobado una resolución que confiera esa calidad a la Junta, con sujeción a la firma del Acuerdo, y que entrará en vigor una vez que se produzca esa firma.

En la Sección 1.2 se establece la supremacía institucional de la Asamblea General  con respecto a la Junta.  Se dispone que la Asamblea General, por iniciativa propia o por recomendación del Consejo Permanente, podrá abolir la Junta o modificar su estatuto.  Esta disposición se basa en el Artículo 54 de la Carta, que reconoce a la Asamblea General el carácter de “órgano supremo” de la Organización y le confiere la potestad de determinar la estructura y las funciones de los órganos de la OEA, incluidos los organismos especializados.  

La potestad de abolir la Junta a la que se hace referencia en esta Sección 1.2, se basa también en la resolución XXXIV de la Novena Conferencia Internacional de Estados Americanos, que en 1948 dispuso el mantenimiento de la Junta dentro del sistema interamericano.  En esa resolución se estableció que la Junta “continuaría actuando como órgano de preparación para la legítima defensa colectiva contra la agresión, hasta que los Gobiernos americanos por una mayoría de dos terceras partes, resuelvan dar por terminadas sus labores”. (Destaque agregado).  Como institución sucesora de las Conferencias Internacionales de Estados Americanos, en que los Ministros de Relaciones Exteriores se reúnen con autoridades plenipotenciarias para adoptar decisiones sobre asuntos hemisféricos, la Asamblea General de la OEA es el foro apropiado del sistema interamericano para la adopción de esa decisión.
/  Sin embargo, sólo puede hacerlo por mayoría de dos tercios de sus miembros, tal como lo dispusimos en la Sección 1.2.

La Sección 1.3 es casi idéntica a la Sección 1.2 del Estatuto, y el  comentario sobre la Sección 1.2 de este último se aplica igualmente a esta Sección 1.3 del Acuerdo.  En resumen, esas dos secciones se basan en el Artículo 126 de la Carta y en el Artículo 5 de las  Normas para la aplicación y coordinación de las disposiciones de la Carta sobre organismos especializados interamericanos, aprobadas por la Asamblea General en la resolución AG/RES. 87 (II-O/72) (“Normas de AG/RES. 87”).  Esos dos artículos son prácticamente idénticos y establecen: “Los Organismos Especializados disfrutan de la más amplia autonomía técnica, pero deberán tener en cuenta las recomendaciones de la Asamblea General y de los Consejos, de conformidad con las disposiciones de la Carta”.  

Dada la suprema necesidad de control civil sobre la Junta y la ambigüedad inherente a la expresión “tener en cuenta”, en la Sección 1.3 establecimos específicamente que además de “tener en cuenta” las recomendaciones de la Asamblea General y de los Consejos, la Junta debe “cumplirlas”.  No obstante, al igual que otros organismos especializados, la Junta mantiene autonomía técnica dentro de su esfera de competencia.  Se define esa esfera de competencia estableciendo que consiste en “prestar servicios de asesoramiento técnico y consultivo en asuntos militares, de defensa y conexos [similares] y oportunidades educativas sobre esos temas”.  Por lo tanto, la autonomía técnica de la Junta sólo se garantiza en relación con sus funciones de asesoramiento y de los servicios prestados en esas esferas.  La razón de que se haya elegido esa fórmula de “prestar servicios de asesoramiento técnico y consultivo en asuntos militares, de defensa y conexos [similares] y oportunidades educativas sobre esos temas” se establece en el análisis de la Sección 1.2 del Proyecto de Estatuto. 

ARTÍCULO II

ESTATUTO


2.1
La estructura y las funciones de la Junta se establecen en el Estatuto aprobado por la Asamblea General de la OEA, que es de cumplimiento obligatorio para la Junta.

2.2
La Junta sólo cumplirá las funciones establecidas en su Estatuto y otras que le sean expresamente encomendadas por la Asamblea General de la OEA.

2.3
El Estatuto sólo puede ser modificado por la Asamblea General de la OEA, según lo dispuesto en el mismo.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


La Sección 2.1 del Artículo II reafirma la obligación de la Junta de cumplir su Estatuto, que establece su estructura y funciones y ha sido aprobado por la Asamblea General.  La  Sección 2.2 establece que la Junta no tiene otra función que las establecidas en su Estatuto o que le hayan sido encomendadas ulteriormente por otra resolución de la Asamblea General de la OEA.
/  Esta sección es análoga al segundo párrafo del Artículo I de la Carta de la OEA, que dispone que ésta “no tiene más facultades que aquellas que expresamente le confiere la presente Carta. . . .”. Finalmente, la Sección 2.3 reafirma el principio de que sólo la Asamblea General puede enmendar el Estatuto, y hace acudir al lector al proceso de enmienda descrito en ese Estatuto.

ARTÍCULO III

SEDE


3.1
La Secretaría General de la OEA (“SG/OEA”) permitirá a la JID ocupar y operar como sede el inmueble conocido como “Casa del Soldado”, actualmente de propiedad de la SG/OEA, ubicado en 2600 16th St., N.W., Washington, D.C., e incluido como de propiedad de la OEA en el Acuerdo de Sede mutuamente celebrado por la OEA y los Estados Unidos de América, en tanto la SG/OEA sea el titular de esa propiedad, a condición de que la Junta se haga cargo de las reparaciones y el mantenimiento del inmueble, junto con otros costos relacionados con su utilización, y con sujeción a las necesidades de la SG/OEA.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


Durante más de cincuenta años la Junta ha ocupado un edificio de propiedad de la Secretaría General de la OEA (“SG/OEA”) ubicado en Sixteenth Street, y conocido como la “Casa del Soldado”.  Se trata de una estructura histórica construida alrededor de las mismas fechas que el Edificio Principal de la OEA.  En 1986, tanto la Junta como la Secretaría contribuyeron a sufragar los costos de construcción de una ampliación moderna del edificio, de 10.000 pies cuadrados de extensión, y de renovación de ciertas partes de la estructura original.  Al igual que el Edificio Principal de la OEA, la parte histórica de la Casa del Soldado aloja un salón de baile de yeso decorativo y oficinas.  El agregado más nuevo contiene instalaciones para conferencias y más oficinas modernas, así como un espacio limitado para estacionamiento de vehículos.  Como la Casa del Soldado pertenece a la OEA, goza de protección conforme al Artículo I del Acuerdo de Sede entre la OEA y los Estados Unidos de América, y según lo dispuesto en el Anexo A de ese acuerdo forma parte de la Sede de la OEA.


En esta sección se reconoce la ocupación de la Casa del Soldado por parte de la JID.  Además se reitera la situación de facto que ha existido en esos últimos cincuenta años, con respecto a esa ocupación.  En otras palabras, la JID ocupa esas instalaciones a discreción de la SG/OEA en el entendido de que la Junta está dispuesta a hacerse responsable de las reparaciones, el mantenimiento y otros costos relacionados con la utilización que realiza del inmueble.  La continuación de la ocupación del bien por parte de la Junta dependerá de que la SG/OEA siga siendo propietaria de las instalaciones, de las restantes necesidades de la SG/OEA, y del cumplimiento, por parte de la Junta, de las obligaciones que ha asumido.  La tenencia por parte de la Junta no obstará al derecho de la OEA de vender o dar en arriendo la Casa del Soldado, o utilizarla, en todo o en parte, para otros fines.

ARTÍCULO IV

INFORMES Y CORRESPONDENCIA OFICIALES


4.1
Anualmente la Junta remitirá a la Asamblea General, a través de la SG/OEA, su Informe Anual sobre sus actividades y presupuesto, en observancia de los requisitos que establezcan la Asamblea General y el Consejo Permanente de la OEA.


4.2
La Junta preparará y remitirá a los restantes órganos de la OEA todo otro informe sobre sus actividades que se le solicite.


4.3
Toda la correspondencia oficial que remita la JID a la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta, el Consejo Permanente de la OEA y la SG/OEA se dirigirá a la Secretaría General de la OEA.  La correspondencia que remita la JID a todos los restantes órganos de la OEA se dirigirá a los oficiales ejecutivos jefes de esos órganos.


4.4
Toda la correspondencia oficial que remitan la OEA y sus otros órganos a la JID se dirigirá al Oficial Ejecutivo Jefe de la Junta, actualmente conocido como “Director General”.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


Los Artículos 27 de la AG/RES. 87 Normas y 127 de la Carta disponen que cada año los organismos especializados deben remitir sus informes, presupuestos y estados financieros anuales a la Asamblea General.  En la Sección 4.1 se reafirma esa obligación de la Junta.


En la Parte VIII de la AG/RES. 87 Normas se enuncian varias disposiciones tendientes a promover la coordinación y cooperación entre los órganos de la Organización.  La Sección 4.2 está destinada, en parte, a hacer efectiva esa coordinación al promover el intercambio de informes entre ambos órganos.


A través de las Secciones 4.3 y 4.4 se procura garantizar que la correspondencia mutua de los órganos de la Organización y de la Junta llegue al destino apropiado.  La disposición contenida en la  Sección 4.3 según la cual la correspondencia que remita la Junta a la Asamblea General, la Reunión de Consulta y el Consejo Permanente de la OEA debe dirigirse primeramente al Secretario General, refleja lo establecido en el Artículo 28 de la AG/RES. 87 Normas, que dispone que toda esa correspondencia se canalice a través de la Secretaría General.

ARTÍCULO V

COORDINACIÓN


5.1
Los programas y actividades de la JID deben evitar la duplicación de esfuerzos y gastos y ser complementarios de las actividades que realicen los otros órganos de la OEA.

5.2
Para promover la coordinación con otros órganos de la OEA, la Junta participará como miembro del Comité de Coordinación de Programas de Cooperación del Sistema Interamericano y cumplirá sus recomendaciones.


5.3
La Junta realizará un intercambio regular de información con la SG/OEA, el Consejo Permanente de la OEA y los correspondientes órganos subsidiarios del Consejo Permanente, el Comité Interamericano contra el Terrorismo, la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas, el Departamento de Seguridad Multidimensional y otros órganos de la OEA y dependencias de la SG/OEA que se ocupan de asuntos de interés mutuo.  Análogamente, esos órganos de la OEA intercambiarán regularmente información de interés mutuo con la Junta.  Serán objeto del intercambio de información, por ejemplo, las notificaciones de venideras reuniones, junto con sus temarios, materiales técnicos de interés mutuo, copias de proyectos de resoluciones, temarios provisionales de reuniones e informes finales de reuniones.


5.4
El Presidente del Consejo de Delegados de la Junta, el Vicepresidente, el Director General de la Secretaría de la Junta y el Director del Colegio Interamericano de Defensa podrán asistir a las sesiones de la Asamblea General de la OEA y a las reuniones de otros órganos y entidades de la OEA, con derecho de hacer uso de la palabra, conforme a los reglamentos aplicables.  Análogamente, el Secretario General de la OEA, el Presidente del Consejo Permanente de la OEA y otros funcionarios de alto rango de otros órganos de la OEA podrán asistir a las asambleas y otras reuniones públicas del Consejo de Delegados de la Junta, con derecho de hacer uso de la palabra conforme a los reglamentos aplicables.


5.5
La Asamblea General, los Consejos de la OEA y la Junta podrán formularse mutuas recomendaciones referentes a la inclusión de puntos en el temario de sus respectivas reuniones y conferencias, en la medida en que lo permitan los reglamentos aplicables.


5.6
La Junta y otros órganos de la OEA se intercambiarán publicaciones de interés mutuo.

5.7
La Secretaría de la Junta y la SG/OEA se intercambiarán información administrativa.


5.8
Al establecer relaciones de cooperación con otros organismos regionales y mundiales, la Junta procurará coordinar sus actividades con los mismos y mantendrá su identidad como órgano de la OEA.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


En el Artículo V se procura establecer los principios básicos referentes a la cooperación y coordinación entre la Junta y los órganos de la OEA y entre la Junta y otras entidades.  Se incluyen disposiciones tomadas de AG/RES. 87 Normas, así como disposiciones de acuerdos similares entre la OEA y otros organismos especializados:  el Instituto Panamericano de Geografía e Historia (“IPGH”), el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (“IICA”) y el Instituto Interamericano del Niño (“IIN”).


La Sección 5.1 refleja el mandato contrario a la duplicación de actividades establecido en el Artículo 17 de la AG/RES. 87 Normas.  También se asemeja al Artículo 5 de los Acuerdos del IICA, el IPGH y el IIN.
/
En virtud de la resolución AG/RES. 1666 (XXIX-O/99), la Asamblea General creó el Comité de Coordinación de Programas de Cooperación del Sistema Interamericano.
/  Todos los organismos especializados, junto con varias importantes entidades, como la CICAD, la CITEL y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, son miembros en virtud de esa resolución.
/  En caso de que la Junta se convierta en un Organismo Especializado o en una Entidad, también deberá ser miembro.  Por esa razón se ha establecido la Sección 5.2.

La finalidad de la Sección 5.3 consiste en promover el intercambio de información entre la Junta y los órganos de la OEA, lo que reviste especial importancia en relación con los órganos con los que la Junta mantiene intereses comunes:  el Comité Interamericano contra el Terrorismo (“CICTE”), la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (“CICAD”), el Consejo Permanente de la OEA y el Departamento de Seguridad Multidimensional.  La información que ha de intercambiarse consiste, entre otras cosas, en fechas y temarios de reuniones, informes técnicos, proyectos de resoluciones e informes finales de reuniones.

La Sección 5.4 permitiría a los funcionarios de alto rango de la Junta asistir a reuniones de otros órganos de la OEA y a los funcionarios de alto rango de esos otros órganos asistir a las reuniones de la Junta.  La finalidad de esta disposición consiste en la aplicación del Artículo 26 de la resolución AG/RES. 87, que establece:  

Los Organismos Especializados Interamericanos que tengan un interés específico en el temario que ha de tratarse en las reuniones de otros órganos de la Organización podrán hacerse representar en ellas con de​recho a voz pero sin voto.  A su vez, los demás órganos de la Organización podrán hacerse representar en las reuniones de los Organismos Especializados Interamericanos con derecho a voz pero sin voto.  En ambos casos se procederá de acuerdo con los reglamentos respectivos.

El Artículo 12 del Acuerdo IICA/OEA, el Artículo 11 del Acuerdo IPGH/OEA y el Artículo 10 del Acuerdo IIN/OEA tienen un texto similar.
/
En virtud de la Sección 5.5, la Junta y otros órganos de la OEA estarían facultados a formularse mutuamente recomendaciones para la inclusión de puntos del temario de sus respectivas reuniones.  Esto refleja lo dispuesto en el Artículo 24 de la AG/RES. 87 Normas, que establece:  “Tanto la Asamblea General como los Consejos de la Organización de los Estados Americanos y los Organismos Especializados Interamericanos podrán formularse recomendaciones entre sí para inclusión de asuntos en el temario de sus respectivas conferencias y reuniones”.
/  
El intercambio de publicaciones resulta esencial para cualquier tipo de relación de cooperación.  La Sección 5.6 prevé ese intercambio entre la Junta y otros órganos de la OEA.  Una disposición similar figura en el Artículo 12 del Acuerdo IPGH/OEA, el Artículo 13 del Acuerdo IIN/OEA y el Artículo 13 del Acuerdo del IICA.
/
El Artículo 18(a) de la AG/RES. 87 Normas, impone a los organismos especializados la obligación de intercambiar “información a nivel administrativo” con la SG/OEA.  En la Sección 5.7 se reafirma esa obligación para la Junta y para la SG/OEA.  Una disposición similar figura en el Artículo 6 del Acuerdo IPGH/OEA.

El Artículo 129 de la Carta y el Artículo 20 de la AG/RES. 87 Normas imponen a los organismos especializados la obligación de “procura[r] una coordinación adecuada de actividades”y “preservar su identidad y posición como parte integrante de la Organización de los Estados Americanos”.  En la Sección 5.8 se reafirma la obligación de la Junta de hacer lo propio.  Un texto similar aparece en el Artículo 7 del IPGH/OEA, el  Artículo 8 del Acuerdo IICA/OEA y el Artículo 6  del Acuerdo IIN/OEA.  

ARTÍCULO VI

RECURSOS


6.1
La JID tiene la responsabilidad exclusiva de obtener los recursos necesarios para financiar sus operaciones, proyectos y actividades.


6.2
Sin perjuicio de lo que antecede, la Asamblea General de la OEA incluirá en el Programa-Presupuesto Anual de la OEA del Fondo Regular una apropiación tendiente a ayudar a la Junta a llevar a cabo sus operaciones, proyectos y actividades, con sujeción a las siguientes condiciones:  

a.
Para poder obtener financiamiento del Fondo Regular en el marco del Programa-Presupuesto Anual de la OEA, la JID deberá presentar al Secretario General de la OEA, a más tardar el 31 de enero de cada año, o en otra fecha alternativa que se establezca en virtud de notificación escrita de la Secretaría General, su proyecto de programa-presupuesto para el ejercicio siguiente, en que se indicará la parte recomendada para el financiamiento del Fondo Regular de la OEA y se explicará por qué se requiere financiamiento del Fondo Regular;  

b.
El Secretario General decidirá entonces incluir, total o parcialmente, o no incluir, la propuesta de la JID en el Proyecto de Programa-Presupuesto de la Secretaría General para el siguiente ejercicio.

c.
Si el Secretario General decide no incluir en su totalidad lo propuesto por la JID en su proyecto de programa-presupuesto, de todos modos deberá notificar la propuesta de la JID a la Comisión Preparatoria y explicar por qué la ha rechazado o modificado 


6.3
Una vez aprobada, toda apropiación para la JID contenida en el Programa-Presupuesto aprobado de la OEA podrá ser reajustada por el Secretario General de la OEA, de modo de tener en cuenta la insuficiencia de flujo de caja en el ejercicio y otras circunstancias imprevistas que hayan tenido lugar.


6.4
Toda apropiación para la JID en el marco del Programa-Presupuesto de la OEA estará sujeta a las obligaciones de auditoría y suministro de informes estipuladas en las Normas Generales de la OEA y en otros reglamentos de la Organización, y el costo de la auditoría y del suministro de informes previsto por la SG/OEA se deducirá de esa apropiación y se transferirá a las dependencias pertinentes de la SG/OEA.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


Del Capítulo VII “Recursos financieros” del Proyecto de Estatuto de la JID debería surgir claramente que la Junta es la única responsable de obtener los recursos financieros para sus actividades y operaciones.  La finalidad de la Sección 6.1 consiste en reafirmar ese principio.


Conforme a la Sección 25.1 del Estatuto, la Junta recibirá una apropiación anual del Programa-Presupuesto de la OEA aprobada por la Asamblea General.  Se ha producido cierto debate acerca de si la contribución debería ser obligatoria, tal como se explica actualmente en el análisis de la sección correspondiente al Artículo 25 del Estatuto, o si debe ser discrecional.  Decidimos mantener su carácter obligatorio, con la tranquilidad de que si la Asamblea General en el futuro quisiera darle carácter discrecional bastaría que enmendara este Estatuto, o bien, sencillamente, reducir la contribución a una suma insignificante, lo que en la práctica sería idéntico.


 La finalidad de la Sección 6.2 de este Acuerdo consiste en establecer el proceso que deben observar la Junta y el Secretario General para proponer esa apropiación y, si se aprueba la propuesta, para administrarla.


Conforme a la subsección a, la Junta estaría obligada a presentar su proyecto de programa-presupuesto a más tardar el 31 de enero del año en que haya de aprobarse el Presupuesto para el ejercicio siguiente.  No es factible una fecha posterior porque el Secretario General debe dar a conocer su aprobación a la Comisión Preparatoria a más tardar en la primera semana de marzo de ese año.  En la propuesta debe indicarse la suma propuesta para el financiamiento con cargo al Fondo Regular de la OEA.


El Secretario General tiene, conforme a la subsección b, la opción de incluir en su proyecto de presupuesto, total o parcialmente, o no incluir la propuesta de la Junta conforme al Artículo 112(c) de la Carta de la OEA.  No obstante, si rechaza en todo o en parte la propuesta de la Junta, debe explicar a la Comisión Preparatoria lo solicitado por la Junta y las razones por las cuales rechazó la solicitud.


La Sección 6.3 garantiza que no se dará preferencia a la Junta sobre ningún otro órgano de la OEA en la etapa de ejecución del presupuesto.  En otras palabras, si no existe suficiente flujo de efectivo para financiar el presupuesto, la JID podrá ser objeto de ajuste al igual que cualquier otra entidad que cuente con financiamiento del Fondo Regular.


Conforme a las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos (“Normas Generales”), los gastos con cargo al Fondo Regular están sujetos a estrictos procedimientos de auditoría, que requieren la contratación de auditores externos.  El gasto no es insignificante.  En virtud de la Sección 6.4, esos procedimientos de auditoría se aplicarían a toda apropiación del Fondo Regular concedida a la Junta, e impondrían a ésta la obligación de pagar el costo de esa auditoría con fondos de la apropiación correspondiente.  Además autorizaría a la SG/OEA a deducir esos costos de auditoría de la apropiación. 

ARTÍCULO VII

PERSONAL


7.1
La JID contratará a su propio personal, de conformidad con su Estatuto y sus normas y procedimientos internos.


7.2
Los funcionarios de la JID no son funcionarios de la Secretaría General, sin embargo, funcionarios de la JID pueden ser designados temporalmente como personal asociado de la Secretaría General conforme a las Normas Generales pertinentes de la OEA y a las reglas de personal que rigen a los funcionarios asociados, y los funcionarios de cualquiera de esos dos órganos pueden ser asignados en comisión al otro en observancia de las normas respectivas de dichos órganos.


7.3
La JID es una institución participante en el Plan de Jubilaciones y Pensiones de la OEA, y sus funcionarios están habilitados para participar en dicho plan de jubilaciones, y en otros planes jubilatorios establecidos para funcionarios de entidades del sistema interamericano, a condición de que la JID pague las contribuciones institucionales y otros cargos preceptivos conforme a esos planes, y a las decisiones de la Comisión de Jubilaciones y Pensiones de la OEA y de la SG/OEA.


7.4
Si la Junta lo solicita, el Secretario General de la OEA proporcionará a los funcionarios de la OEA el Documento de Viaje Oficial de la Organización, a condición de que la Junta y sus funcionarios se obliguen a cumplir todos los reglamentos adoptados por la SG/OEA en cuanto a su utilización, y que la Junta se obligue a reembolsar a la SG/OEA todos los costos en que esta última incurra para emitir esos documentos de viaje a los funcionarios de la Junta y supervisar su utilización.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


Los funcionarios de dos de los seis organismos especializados  –la Comisión Interamericana de Mujeres (“CIM”) y el IIN – son funcionarios de la Secretaría.  Los otros cuatro tienen personal propio, que está sujeto a sus propias normas y procedimientos internos de personal.  La finalidad de las Secciones 7.1 y  7.2 consiste en ubicar claramente a la Junta en el grupo de organismos especializados que poseen y regulan a su propio personal.  No obstante, la Sección 7.2  prevé la posibilidad de pases en comisión cruzados entre los dos organismos, conforme a sus respectivas normas.


Durante años se ha dado al personal civil regular de la Junta la oportunidad de participar en el Plan de Jubilaciones y Pensiones de la OEA.  En la Sección 7.3 se confirma el hecho de que si la Junta así lo desea esa práctica seguirá observándose.


La Sección 7.4 permitiría al personal  de la Junta utilizar el Documento de Viaje de la OEA, que se proporciona a través de la SG/OEA.  La emisión y supervisión del uso de esos documentos implica un costo administrativo, por lo cual la Junta debería obligarse a pagarlo como condición para la utilización de ese documento.  Además la SG/OEA pone a disposición de otros organismos especializados ese documento, como surge, por ejemplo, del Artículo 15 del Acuerdo IICA/OEA. 

ARTÍCULO VIII

CONDICIONES GENERALES


8.1
El presente Acuerdo podrá ser modificado por un documento de enmienda escrito suscrito por el Director Ejecutivo de la JID, con autorización previa del Consejo de Delegados de la JID y el Secretario General de la OEA, con previa autorización de la Asamblea General de la OEA.


8.2
El presente Acuerdo podrá darse por terminado en virtud de una resolución de la Asamblea General de la OEA o de una resolución del Consejo de Delegados de la Junta.  La terminación se hará efectiva en la fecha de la resolución correspondiente, o en otra fecha que su texto establezca.  En virtud de esa terminación, la JID dejará de ser un Organismo Especializado interamericano.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


La Sección 8.1 establece que el presente Acuerdo podrá ser modificado por las Partes a través de la firma de sus oficiales ejecutivos jefes respectivos, y con previa autorización de los órganos políticos correspondientes:  la Asamblea General en lo que respecta a la OEA y el Consejo de Delegados en lo que atañe a la Junta.  Este texto es similar a las disposiciones sobre enmienda contenidas en el Artículo 16 del Acuerdo IPGH/OEA, el Artículo 20 del Acuerdo IICA/OEA, y el Artículo 20 del Acuerdo IIN/OEA.  Por ejemplo, el Artículo 16 del Acuerdo IPGH/OEA establece:  “El presente Acuerdo podrá ser modificado por consentimiento mutuo entre el Secretario General del Instituto, previa autorización de la Asamblea General del Instituto y el Secretario General de la Organización, previa autorización de la Asamblea General de la Organización”.
/

La Sección 8.2 establece que cualquiera de las Partes podrá dar por terminado el Acuerdo si así lo decide su órgano político de gobierno.  Esa decisión debe estar a cargo de los órganos políticos, porque la decisión de dar por terminado el Acuerdo implica también que la Junta pierde el carácter de Organismo Especializado.


Suscrito en dos ejemplares originales iguales en idioma inglés en la Ciudad de Washington, D.C., en el día de la fecha         de                          de 2005.


Por la Organización de los Estados Americanos
Por la Junta Interamericana de Defensa


_________________________________
_______________________________


Secretario General
Director Ejecutivo

PROYECTO DE

ESTATUTO

DE LA

JUNTA INTERAMERICANA DE DEFENSA

CAPÍTULO I

NATURALEZA, PROPÓSITOS Y FUNCIONES

Artículo 1.
Naturaleza

1.1
La Junta Interamericana de Defensa (“JID” o “la Junta”) es [un Organismo Especializado] [una Entidad] de la Organización de los Estados Americanos (“OEA”), establecido [establecida] según lo previsto en [el Capítulo XVIII] [el último párrafo del Artículo 53] de la Carta de la OEA.  

1.2
La JID goza de la más completa autonomía técnica para prestar servicios de asesoramiento técnico y consultivo en asuntos militares, de defensa y conexos [similares],
 pero tiene en cuenta y cumple las recomendaciones de la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores (“Reunión de Consulta”) y el Consejo Permanente de la OEA dentro de sus respectivos ámbitos de competencia.

1.3
La estructura y las operaciones de la JID se inspiran en los principios de supervisión civil y subordinación de las instituciones a la autoridad civil, en observancia del Artículo 4 de la Carta Democrática Interamericana y del principio de conformación democrática de sus autoridades,  en consonancia con los valores democráticos de los Estamos miembros y su participación igualitaria.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN 

Como los estatutos se adoptan siempre mediante resoluciones de la Asamblea General, no se requiere un preámbulo.  Por lo tanto, comenzamos, como se hace en la mayoría de los documentos de este género, con un análisis de la naturaleza jurídica de la Junta.  La decisión de si corresponde reconstituir la Junta como Entidad conforme al Artículo 53 de la Carta de la OEA o reconocerla como Organismo Especializado conforme al Capítulo XVIII (Artículos 124-130) de la Carta, aún sigue pendiente. Por lo tanto dejamos estos dos términos en el texto del Artículo 1 y a lo largo de todo el documento:  uno entre corchetes y el otro sin ellos.  Independientemente del tipo de órgano que se elija, el Estatuto seguirá siendo esencialmente el mismo.  La única diferencia significativa se da si se elige la opción de Entidad, ya que habrá una disposición adicional en que se describa la relación de la Entidad con otros órganos de la OEA.  Ello se incluye en el presente documento más abajo como Capítulo VIII optativo, entre corchetes y sombreado.  Si se elige la opción de Organismo Especializado, las disposiciones de ese Capítulo VIII se incluirán en el acuerdo que deberá celebrar el Secretario General en nombre de la Organización con el Organismo Especializado conforme al Artículo 128 de la Carta.


Tanto en las exposiciones escritas como en respuestas a preguntas de las delegaciones en las reuniones de la Comisión de Seguridad Hemisférica, el Consejo .... de la OEA ha expuesto la opinión de que ninguna de las dos opciones es más beneficiosa que la otra desde el punto de vista jurídico.  No obstante, varias delegaciones expresaron preferencia por la opción de Entidad, porque implica menos documentos y no requiere la firma de un acuerdo entre la Organización y la Junta.  Según algunas, el acuerdo introduciría complicaciones y probablemente retrasos en cuanto a su capacidad de respaldar la opción de Organismo Especializado.
En la Sección 1.2 se establece la autonomía técnica de la Junta para brindar asesoramiento técnico, consultivo y educativo sobre asuntos militares, de defensa y conexos [similares].  En cuanto al origen del texto de la fórmula “asuntos militares, de defensa y conexos [similares]”, véase el análisis de la sección correspondiente al Artículo 2, infra.

La autonomía técnica es una característica propia de todos los Organismos especializados conforme al Artículo 126 de la Carta.
/  Y aunque en la Carta no existe ningún capítulo que reglamente Entidades análogas a las del Capítulo XVIII referente a Organismos Especializados, es también una característica de la mayor parte de las entidades de la Organización, como se ve, por ejemplo, en el Artículo 1 del Estatuto del Comité Interamericano contra el Terrorismo (“CICTE”),  el Artículo 1 del Estatuto de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (“CICAD”) y el Artículo 1 del Estatuto de la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (“CITEL”). 

El Artículo XVIII de la Carta requiere que los Organismos especializados “tengan en cuenta” las recomendaciones de la Asamblea General y de los consejos de la OEA.  No existe una disposición similar que rija a las otras “entidades” creadas conforme al último párrafo del Artículo 53 de la Carta.  No obstante, como la Asamblea General es el órgano supremo conforme al Artículo 54 de la Carta, todos los demás órganos de la OEA, de las cuales las entidades son una categoría específica, deben tener en cuenta las recomendaciones de la Asamblea General.  La frase “tener en cuenta” puede dar lugar a distintas interpretaciones.  Puede significar simplemente “considerar”, o también “cumplir”.  En este caso, sin embargo, los Estados miembros han expresado su deseo de someter a la Junta al control civil, y la única manera segura de hacerlo es incluir en el Estatuto un texto que aclare que el sentido de la frase “tener en cuenta” en este caso es “cumplir”.  Por esa razón, en la Sección 1.2 hemos indicado que la Junta “tiene en cuenta y cumple” las recomendaciones de la Asamblea General, de la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores (“Reunión de Consulta”) y del Consejo Permanente, en sus respectivos ámbitos de competencia.

La razón por la que hemos mencionado tres órganos de la OEA – la Asamblea General, la Reunión de Consulta y el Consejo Permanente – es que los tres ofrecen facultades ejecutivas de adopción de decisiones dentro de la Organización en ámbitos militares y relacionados con la defensa.  Conforme al Artículo 54 de la Carta, la Asamblea General es el órgano supremo y es responsable de las políticas generales de la Organización y de la estructura y funciones de sus órganos, así como de su coordinación.  La Reunión de Consulta, en el Tratado de Río y en el Artículo 65 de la Carta, trata cuestiones de defensa y referentes a ataques armados.  Por su parte, el Consejo Permanente tiene el cometido, conforme al Artículo 91(a) de la Carta, de aplicar y supervisar muchos de los mandatos de la Asamblea General.  Actúa en plenario y posee diversas comisiones, tres de las cuales actualmente se interrelacionan con frecuencia con la Junta:  la Comisión de Seguridad Hemisférica, la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios y la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos.  

El Comité Interamericano contra el Terrorismo (“CICTE”) es otro órgano que puede ocuparse de asuntos relacionados con la defensa y cuestiones militares en el ejercicio de sus funciones.  No obstante, lo omitimos deliberadamente al mencionar los órganos de la OEA cuyas decisiones tiene obligación de cumplir la Junta.  La razón es que el CICTE carece de las facultades de elaboración definitiva de políticas, supervisión y adopción de decisiones ejecutivas que poseen la Asamblea General, la Reunión de Consulta y el Consejo Permanente con respecto a la Organización y a las actividades de sus restantes órganos.


En la JID reconstituida, los principios de subordinación de las Fuerzas Armadas a la supervisión y autoridad civil y de democratización de las autoridades de la Junta son capitales para definir a la institución “modernizada”.  Tanto en las Resoluciones AG/RES. 1848 ((XXXII-O/02) y 1998 (XXXIV-O/04), como en la Declaración sobre Seguridad en las Américas de 2003 se subrayó que esos principios deben tenerse en cuenta al reestructurar la Junta como órgano de la OEA.  Por esa razón hemos incluido la Sección 1.3 en este artículo sobre “Naturaleza jurídica” de la Junta. 
Artículo 2.
Propósito

2.1
El propósito principal de la JID consiste en prestar servicios como órgano de asesoramiento especializado de la OEA para prestar servicios de asesoramiento técnico y consultivo en asuntos militares, de defensa y conexos [similares] y elaborar y brindar oportunidades para un estudio académico avanzado de asuntos relacionados con cuestiones militares y de defensa, el sistema interamericano y disciplinas académicas conexas.

2.2
Para el cumplimiento de sus propósitos, la JID deberá tener en cuenta las necesidades de los Estados más pequeños, cuyo grado de vulnerabilidad es mayor frente a las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

A la fecha de redacción de este proyecto, no existía consenso con respecto al propósito de la Junta.  El Grupo ALADI, en un documento titulado Posición del Grupo ALADI sobre los criterios que deberán prevalecer en la definición del vínculo jurídico e institucional de la JID con la OEA, CSH/GT/ADS-16/04 (“la Posición de ALADI”), sostiene que la función de la Junta debe cumplir principalmente funciones de asesoramiento y ocuparse exclusivamente de asuntos militares y de defensa.  

Otros países han presentado propuestas escritas tendientes a incluir el concepto de seguridad también dentro del mandato de la Junta.  Se trata de los Estados Unidos, El Salvador, Canadá, Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Saint Kitts y Nevis, San Vicente y las Granadinas, Trinidad y Tobago y Guatemala (en representación del GRUCA).
  El GRUCA y los Estados miembros del Caribe que respondieron señalaron que una Junta más modernizada debería “tomar en cuenta las necesidades de los Estados más pequeños, cuyo grado de vulnerabilidad es mayor frente a las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos”.

Además, la posición del GRUCA, tal como se expresa en su documento titulado “Posición del GRUCA respecto a la Relación Jurídica-Institucional de la OEA-JID, CSH/GT/ADS-20/04 (“la posición del GRUCA”), hace hincapié en la importancia de incluir cuestiones de defensa y de seguridad en el mandato de la JID.  Canadá, en su Memorándum titulado “Canadá y la Junta Interamericana de Defensa”, CSH/GT/ADS-22/04 corr.1, y los Estados Unidos en sus consideraciones, formuladas en el Grupo de Trabajo de la Comisión de Seguridad Hemisférica encargado de la conclusión del análisis de la relación jurídico-institucional entre la OEA y la Junta Interamericana de Defensa, el 2 de noviembre de 2004, respalda la inclusión de determinadas cuestiones limitadas de seguridad en el mandato de la Junta.  En su carta del 9 de febrero de 2005, dirigida al Secretario General (CSH/GT/JID-9/05), Barbados, Bahamas, Trinidad y Tobago, Saint Kitts y Nevis, San. Vicente y las Granadinas y Antigua  y Barbuda, subrayaron que”el futuro mandato de la JID debe abarcar no sólo cuestiones de defensa, sino también de seguridad”.

El texto aquí presentado representa un puente para superar ese dilema. En el texto se describe el mandato con la expresión “asuntos militares, de defensa y conexos [similares]”, que garantiza que la Junta no interferirá en lo que muchos países consideran ámbitos de seguridad, comprendidos dentro de la jurisdicción de la Fuerza de Policía civil, lo que también  se garantiza en la Sección 3.2, en términos más explícitos.  La expresión“asuntos militares, de defensa y conexos” es una fórmula que satisface la preocupación de ALADI y permite a la Junta ocuparse de cuestiones relacionadas con la defensa con respecto a las cuales otros países quisieran contar con la experiencia técnica de la Junta.  Al mismo tiempo, este texto transaccional sería satisfactorio para el GRUCA, para los seis países de la CARICOM y también para Canadá y los Estados Unidos. 
El enunciado del propósito contenido en la Sección 1 de este artículo hace hincapié en que el papel de la Junta es principalmente de asesoramiento.  Esto refleja lo que parece ser un consenso en la OEA de que la finalidad de la Junta incluye sólo funciones de asesoramiento, salvo las importantes funciones educacionales que cumple a través del Colegio Interamericano de Defensa (“CID”). El Artículo 2.2 reconoce el interés expresado por los Estados miembros más pequeños de la OEA de contar con el asesoramiento de la Junta en cuestiones que sirvan sus intereses dentro de la esfera de competencia de la Junta.  Es de esperar que lo consideren satisfactorio, porque incluye ese interés en el enunciado mismo del propósito de la Junta.

Artículo 3.
Funciones y limitaciones

3.1
La JID cumplirá las siguientes funciones específicas:



a.
Prestar servicios de asesoramiento técnico y consultivo en asuntos militares, de defensa y conexos [similares] a: 

(i) Órganos de la OEA y a las dependencias de la Secretaría General que lo soliciten; 

(ii) Estados miembros de la OEA, a su solicitud y con la previa aprobación de la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores o el Consejo Permanente de la OEA; 




ii. bis:  Estados miembros de la OEA, a su solicitud, con sujeción a las 
limitaciones establecidas en la Sección 3.2, infra. 



b.
Dispensar a oficiales militares y oficiales civiles de los Estados miembros de la OEA, a través de su Colegio Interamericano de Defensa, en Washington, D.C., cursos académicos avanzados en asuntos militares, de defensa y conexos [similares], sobre el sistema interamericano, y disciplinas conexas; 



c.
Promover la interrelación y cooperación entre dos o más funcionarios civiles y oficiales militares de alto rango de los Estados miembros de la OEA sobre temas relacionados con asuntos militares y de defensa;



d.
Cooperar con la SG/OEA en relación los programas de desminado que ésta realiza en el Hemisferio;



e.
Proporcionar a los Estados miembros de la OEA asistencia técnica para la elaboración de un manual sobre las mejores prácticas para la identificación, recopilación, manejo, aseguramiento y destrucción de arsenales de armas pequeñas y ligeras;



f.
Proporcionar a los Estados miembros de la OEA asistencia técnica para elaborar Estudios de Doctrina y Políticas de Defensa Nacional (“Libros Blancos”);

g.
Mantener, para la Comisión de Seguridad Hemisférica, inventarios actualizados de medidas de fomento de la confianza y la seguridad en el Hemisferio y en otras regiones, así como una base de datos electrónicos de la información contenida en esos inventarios, y preparar, cuando se le solicite, estudios sobre esas medidas y proyectos de directrices tendientes a la presentación estandarizada de informes sobre la aplicación de esas medidas por parte de los Estados miembros; 



h.
Cooperar con otros organismos regionales y mundiales de carácter similar, en relación con cuestiones técnicas referentes a defensa y a las Fuerzas Armadas;



i.
Cumplir otros mandatos que le encomienden la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores y el Consejo Permanente de la OEA.

3.2
Las siguientes limitaciones se aplican a las funciones y actividades de la Junta:



a.
Las actividades de la JID en ningún caso serán de naturaleza operativa, por lo cual no podrán incluir la planificación, preparación, dirección o coordinación de operaciones militares, a menos que les sean encomendadas por la Asamblea General de la OEA o la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores;


b.
La JID no proporcionará asesoramiento alguno a los Estados, a menos que la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta o el Consejo Permanente de la OEA se lo soliciten;




b.bis
La JID dará a conocer prontamente al Consejo Permanente todo asesoramiento o servicios que proporcione a Estados y otros órganos de la OEA, como garantía de la plena transparencia de sus operaciones.



c.
La JID no tendrá otras funciones que las estipuladas en este Estatuto o las que le encomienden directamente la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores o el Consejo Permanente de la OEA.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


En las subsecciones a y b de la Sección 3.1 se reafirman las dos funciones centrales de la Junta:  prestar asesoramiento técnico en asuntos militares, de defensa y conexos [similares] y dictar cursos académicos avanzados sobre esos asuntos, sobre el sistema interamericano y disciplinas conexas.  El asesoramiento técnico puede proporcionarse a otros órganos de la Organización o a los Estados miembros, pero sólo a su solicitud y con la aprobación previa de alguno de los órganos civiles clave de la OEA que se ocupan de cuestiones relacionadas con defensa y con las Fuerzas Armadas: la Asamblea General, la Reunión de Consulta o el Consejo Permanente.


Bis:  Las subsecciones ...  y b de la Sección 3.1 reafirman las dos funciones centrales de la Junta:  brindar asesoramiento técnico en asuntos militares, de defensa y conexos [similares] y cursos académicos avanzados sobre esos temas, sobre el sistema interamericano y disciplinas conexas.  El asesoramiento técnico puede proporcionarse a otros órganos y Estados miembros de la OEA, siempre que, a los fines de la transparencia, conforme a lo indicado en la Sección 3.2 y en el análisis de la sección correspondiente, infra, se den a conocer al Consejo Permanente, todas esas solicitudes, y el asesoramiento y los servicios así dispensados.


Otra función específica consiste en promover la interrelación y un saludable intercambio de ideas entre oficiales militares de alto rango y funcionarios civiles sobre cuestiones de defensa y militares.  Esta ha sido una función importante de la Junta desde hace años y es útil para mantener redes y entendimientos que facilitan la resolución de problemas relacionados con defensa y asuntos militares en el Hemisferio, cuando se plantean.  Vale la pena mencionarla.

Otra función consiste en cooperar con la Secretaría General en los programas de desminado.  Se trata de una función importante, que la Junta realiza desde hace casi 15 años y que no debe dejar de recibir reconocimiento.  Otras funciones relacionadas con MFCS, estudios sobre doctrina y política de defensa y armas pequeñas y ligeras, que la Junta ha venido cumpliendo en observancia de los mandatos de la Asamblea General, deben reconocerse y seguir realizándose.

Otra función que se sugiere para la Junta es la de preparar un manual de mejores prácticas sobre temas comprendidos en su esfera de competencia.  Esto se incluye en la subsección e de este artículo.  Otra consiste en proporcionar asistencia a los Estados miembros que la soliciten para la elaboración de documentos de política de defensa nacional, como se establece en la subsección f.

Otra función de la Junta, que se está cumpliendo, es el mantenimiento de bases de datos sobre cuestiones de fomento de la confianza y la seguridad.  Ello ayudará a proporcionar los servicios de asesoramiento técnico y consultivo solicitados para crear su inventario de mejores prácticas. 


Otra función, enunciada en la subsección h, consiste en dialogar con organismos mundiales y otros de carácter regional cuyas esferas de competencia sean similares.  Incluimos esta función porque es uno de los cometidos asignados a los Organismos Especializados en virtud del Artículo 129 de la Carta.
  Pero no existe ninguna razón por la cual una Entidad, como órgano internacional, no deba cumplir la misma función.

Finalmente, la Junta tiene la función de cumplir las tareas adicionales cuya realización le soliciten los órganos políticos: la Asamblea General, la Reunión de Consulta y el Consejo Permanente.  Debería agregarse esa función para eliminar toda duda en cuanto a la obligación de la Junta de atender las solicitudes de ese género que le formulen dichos órganos civiles.


En la Sección 3.2 se establece que las actividades de la Junta no deben ser de naturaleza “operativa” y que deben consistir en servicios de asesoramiento y educativos.  Al parecer se trata de una posición de consenso surgida de los documentos de posiciones presentados.


En la subsección b de la sección 3.2 se tienen en cuenta las preocupaciones planteadas por ALADI con respecto a posibles limitaciones de la capacidad de la Junta de atender solicitudes individuales de servicios de asesoramiento y consultivos formuladas por Estados miembros individuales.  Hay dos versiones: una permitiría a la Junta prestar servicios de ese género a un país, sólo con la aprobación de la Asamblea General, la Reunión de Consulta o el Consejo Permanente.  Esta es la posición presentada por ALADI en su documento de posición anterior.  La otra, señalada como “bis”, fue sugerida en recientes consultas con una delegación de ALADI con el fin de llegar a un consenso.  Permitiría a la Junta dispensar ese asesoramiento y esos servicios a quienes los soliciten; no obstante, con fines de transparencia, la Junta tendría además que dar a conocer prontamente al Consejo Permanente todas las solicitudes de ese género recibidas y el asesoramiento y los servicios consultivos prestados. 
CAPÍTULO II

PARTICIPACIÓN

Artículo 4.
Miembros

4.1
Mediante la presentación de una petición escrita al Presidente del Consejo de Delegados de la JID (“el Presidente”), cualquier Estado miembro de la OEA podrá adquirir la calidad de Estado miembro (“Miembro”) de la Junta.

4.2
El carácter de Miembro de la Junta podrá suspenderse en las siguientes circunstancias:

a.
Aplicación del Artículo 9 de la Carta de la OEA.

b.
Aplicación del Artículo 21 de la Carta Democrática.

c.
Voto de dos tercios de los Miembros, por no asistir a reuniones del Consejo de Delegados conforme a los requisitos del Reglamento de la Junta, o por el incumplimiento de otros requisitos establecidos por el Consejo de Delegados.


4.3
Los Miembros suspendidos no podrán ser tenidos en cuenta a los efectos de determinar el quórum y las mayorías de votos necesarios para el Consejo de Delegados; los funcionarios de los Miembros suspendidos no podrán prestar servicios como funcionarios electos de la JID.

4.4
Un Miembro podrá retirarse de la Junta notificando su intención por escrito al Presidente con un año de anticipación, y su calidad de Miembro de la Junta cesará en la fecha en que se haga efectivo el retiro.  Análogamente, la calidad de miembro de la Junta de cualquier Estado que se retire de la OEA cesará en la fecha en que se haga efectivo ese retiro.

4.5
Un Miembro que haya sido suspendido conforme a los Artículos 4(2)(a) y 4(2)(b) será restablecido en su calidad de tal cuando la Asamblea General de la OEA levante la suspensión; un Miembro que haya sido suspendido conforme al Artículo 4(2)(c) será restablecido en su calidad de tal por voto de dos tercios de miembros del Consejo de Delegados, y un Miembro que se haya retirado voluntariamente podrá solicitar su restablecimiento, como nuevo miembro, conforme al Artículo 4.1, que antecede.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

La Sección 4.1 dispone que los Miembros de la Junta serán los Estados miembros de la OEA que soliciten adquirir la calidad de Miembros de la Junta mediante una petición escrita dirigida al Presidente.  No dimos carácter automático a la calidad de miembros de la Junta para los Estados miembros de la OEA, como ocurre, por ejemplo, en los Estatutos del Instituto del Niño y de la Comisión Interamericana de Mujeres, porque entendemos que algunos Estados miembros de la OEA no quieren ser Miembros de la Junta.  Así, como ocurre con Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (“IICA”), por ejemplo, esos países deben solicitar que se le otorgue la calidad de miembros antes de que les sea conferida.  No obstante, no se ha previsto determinado proceso de aprobación.  La calidad de miembro se confiere automáticamente al Estado que lo solicita.

No obstante, puede suspenderse la calidad de miembro de la Junta de un Miembro por varias condiciones que se establecen en la Sección 4.2.  Primero, pierde esa calidad si es suspendido de la OEA en aplicación del Artículo 9 de la Carta o del Artículo 21 de la Carta Democrática.  Esa suspensión requiere el voto de dos tercios de la Asamblea General, conforme a lo establecido en esos documentos.

Además, en virtud del Artículo 4.2(c), puede suspenderse su calidad de miembro si no cumple requisitos adicionales establecidos por la Junta en su Reglamento.  Esa suspensión no es automática.  Conforme a lo establecido en el Artículo 4.2(c) y luego en el Artículo 15, dada la gravedad del caso se requiere un voto por mayoría calificada de dos tercios de los Miembros de la Junta. Una disposición similar aparece en la subsección d del actual Reglamento de la Junta.

En el sistema interamericano existen disposiciones que permiten la suspensión por incumplimiento de los requisitos propios de la calidad de miembro.  El Artículo 24 de la Convención sobre el IICA, por ejemplo, permite suspender a miembros que mantengan atrasos de más de dos años en el pago de sus cuotas.

El Artículo 4.3 establece que los Miembros suspendidos no se tendrán en cuenta para calcular el quórum obligatorio ni la definición de mayoría de los Miembros a los efectos de la votación.  La OEA no tiene una norma escrita específica a este respecto.  Sin embargo, la práctica, tal como lo demuestra el tratamiento aplicado a Cuba desde su suspensión en 1962, es la establecida en este artículo.  El IICA, que fue el primero de los órganos interamericanos que haya previsto la posibilidad de suspensión en sus documentos básicos, también ha adoptado normas para la determinación del quórum y la mayoría de votos cuando se suspende temporalmente a los miembros.
/
El Artículo 4.5 prevé la terminación de la calidad de miembro, por retiro voluntario o por retiro de la OEA.  Como la calidad de miembro de la OEA es un requisito previo para adquirir la calidad de miembro de la Junta, esta última calidad debe expirar cuando aquel requisito previo ya no se cumple.  En este artículo se prevé también el restablecimiento de los Estados que deseen volver a formar parte de la OEA y/o de la Junta, según fuere del caso.  Deben solicitarlo observando el procedimiento aplicable a los nuevos miembros, previsto en el Artículo 4.1.

Finalmente, el Artículo 4.4 establece procedimientos de restablecimiento de la calidad de miembro pleno de un miembro suspendido.  El restablecimiento es automático si la Asamblea General de la OEA levanta la suspensión conforme al Artículo 9 de la Carta o el Artículo 21 de la Carta Democrática Interamericana.  Dado que en cumplimiento de los requisitos de la JID toda suspensión debe imponerse por voto de dos tercios de los miembros de la misma según lo previsto en el Artículo 4.2(c), esta norma establece que sólo puede ser levantada y sólo puede recuperarse la calidad de miembro por similar mayoría de votos.

Artículo 5.
Observadores Permanentes

5.1 
Mediante la presentación de una solicitud escrita al Presidente, cualquier Estado miembro de la OEA que no sea Miembro de la JID ni haya sido suspendido de la OEA ni de la Junta, así como cualquier Observador Permanente de la OEA, podrá adquirir la calidad de Observador Permanente de la Junta.

5.2
Cualquier otro Estado miembro de las Naciones Unidas podrá solicitar que se le otorgue la calidad de Observador Permanente a la Junta conforme a los requisitos y procedimientos establecidos por el Consejo de Delegados, con sujeción a la aprobación del Consejo Permanente de la OEA.

5.3
Los Observadores Permanentes podrán asistir a las Asambleas del Consejo de Delegados y gozar de las restantes prerrogativas que el Consejo de Delegados les conceda.  En cambio, sin autorización del Presidente no podrán hacer uso de la palabra en las reuniones del Consejo de Delegados.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

El Capítulo IV de las Normas para la aplicación y coordinación de las disposiciones de la Carta sobre organismos especializados Interamericanos estipuladas en la resolución AG/RES. 87 (II-0/72) establece que los organismos especializados podrán establecer condiciones para la participación de Estados americanos independientes que no sean Miembros de la OEA, así como de Estados no americanos.  Los Estatutos del IIN y de la Comisión Interamericana de Mujeres (“CIM”) no contienen disposición alguna que permita a Estados americanos que no sean Miembros de la OEA adquirir la calidad de miembros.  Por el contrario, la Convención sobre el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (“IICA”) y el Estatuto Orgánico del Instituto Panamericano de Geografía e Historia (“IPGH”) lo permiten.  

Dado que la labor de la Junta puede ser sensible, y dado el principio de supervisión civil de la Junta por otros órganos de la OEA, decidimos no incluir en este Estatuto una disposición que permita a Estados que no sean Miembros de la OEA adquirir la calidad de miembros.  En este proyecto se permite, en cambio, adquirir la calidad de Observadores Permanentes.
El procedimiento referente a los Observadores Permanentes del Consejo Permanente establecido en la resolución CP/RES. 407 (572/84) dispone que los Observadores Permanentes reconocidos por el Consejo Permanente se acrediten como Observadores Permanentes en todas las restantes entidades y órganos “con excepción de los Organismos Especializados”.  El Artículo 9 de dichos procedimientos continúa diciendo que los Organismos Especializados pueden adoptar su propio procedimiento de reconocimiento de Observadores teniendo en cuenta las recomendaciones del Consejo Permanente.  Todas las entidades y órganos de la Organización tienen derecho a establecer en sus propias normas los derechos y prerrogativas de que gozarán los Observadores Permanentes.
/
En la práctica la mayoría de los organismos especializados han reconocido automáticamente como Observadores Permanentes a los Observadores Permanentes acreditados ante el Consejo Permanente de la OEA, aun cuando el procedimiento enmarcado en la resolución CP/RES. 407 no los obliga a hacerlo.  Por ejemplo, el Artículo 13 del Estatuto de la Comisión Interamericana de Mujeres (“CIM”), el Artículo 8 del Estatuto del Instituto Interamericano del Niño (“IIN”), y los Artículos 8 y 9 del Reglamento de la Junta Interamericana de Agricultura (“JIA”) establecen que los Observadores Permanentes de la OEA se acreditarán como Observadores Permanentes de esos organismos especializados.  Al igual que el Consejo Permanente, la CIM, el IICA y el IIN también conceden a los Observadores Permanentes el derecho de asistir a reuniones y de hacer uso de la palabra, pero sólo con el consentimiento del presidente.
/
El Artículo 5 refleja las normas, reglas y prácticas arriba mencionadas de otros Organismos Especializados.  La Sección 5.1 dispone que todos los Observadores Permanentes de la OEA acreditados por el Consejo Permanente serán observadores de la Junta si solicitan adquirir la calidad de Observadores Permanentes ante la Junta.  La Sección 5.2 reconoce la facultad discrecional de la Junta de acreditar también a otros Estados como Observadores Permanentes, conforme a los Artículos 7 y 8 del Procedimiento del Consejo Permanente adoptado en la resolución CP/RES. 407.  No es necesario alterar esta disposición si se elige la opción de Entidad, porque la decisión definitiva de si un país debe tener calidad de Observador Permanente en la Junta seguirá a cargo del Consejo Permanente a lo largo de todo el proceso de aprobación.

La Sección 5.3 reconoce la práctica prevalente en el Consejo y otros Organismos especializados de permitir a los Observadores Permanentes hacer uso de la palabra en reuniones, pero sólo con permiso del Presidente.  En la Junta tendrán exclusivamente el derecho de asistir a las reuniones formales del Consejo de Delegados, es decir de las Asambleas.  No obstante, a través de su Reglamento el Consejo puede ulteriormente concederles el derecho de asistir a otras reuniones.  Esa decisión queda librada a la determinación de la Junta conforme a la Sección 5.3, en virtud de la independencia concedida a Organismos especializados y otras entidades en esa esfera conforme a la resolución CP/RES. 407.
Artículo 6.
Otros Observadores

6.1
El Secretario General de la OEA y quien lo represente, y los representantes de otros órganos de la OEA podrán participar como Observadores en las Asambleas del Consejo de Delegados.

6.2
Los Estados miembros de las Naciones Unidas que no sean Estados miembros de la OEA ni Observadores Permanentes y otros organismos públicos internacionales, regionales y mundiales con intereses y funciones similares a los de la Junta, incluidos, sin carácter limitativo, los del sistema de las Naciones Unidas, pueden convertirse en Observadores en determinadas reuniones de la JID y en otras actividades patrocinadas por la Junta.

6.3
Otros organismos y entidades de Estados miembros de las Naciones Unidas, con excepción de los organismos y entidades cuya sede se encuentre, o cuya actividad principal se realice, en un territorio con respecto al cual exista una disputa de soberanía entre un Estado miembro de la OEA y un Estado no perteneciente al Hemisferio americano;


6.4
Organizaciones de la sociedad civil, salvo aquellas cuya sede se encuentre, o cuya actividad principal se realice, en un territorio con respecto al cual exista una disputa de soberanía entre un Estado miembro de la OEA y un Estado no perteneciente al Hemisferio americano.

6.5
Los Estados y otras entidades que pretendan obtener la calidad de Observadores en determinada reunión o actividad deberán solicitarlo por escrito al Presidente del Consejo de Delegados dentro de los treinta días anteriores a la reunión o actividad o dentro del período menor que determine el Consejo de Delegados en su Reglamento.  En cada caso, el Presidente deberá pronunciarse sobre la solicitud, previa consulta con los miembros del Consejo de Delegados.

6.6
Los Observadores podrán asistir a la reunión o actividad para la que se les haya concedido el carácter de Observadores.  No obstante, sólo podrán hacer uso de la palabra a invitación del Presidente u otro funcionario que ejerza la presidencia, según fuere del caso.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

Los procedimientos de la mayoría de los órganos de la OEA prevén la participación de Observadores en sus reuniones públicas.  Los Estados no Miembros de la OEA y otros organismos públicos internacionales ajenos a la OEA que pretendan obtener la calidad de Observadores deberán solicitarlo, reunión por reunión en la mayoría de los casos.  En la Sección 6.2 se incluyen esas prácticas comunes en el Estatuto de la Junta correspondientes a Estados que no sean miembros ni Observadores Permanentes.  

Las disposiciones referentes al posible reconocimiento de la  calidad de Observador a otras entidades nacionales y a la sociedad civil han sido copiadas del Artículo 7 del Estatuto, recientemente modernizado, del Instituto Interamericano del Niño. Esas disposiciones, que se enuncian en las Secciones 6.3 y  6.4,  fueron negociadas cuidadosamente el año pasado para tener en cuenta preocupaciones planteadas en otros foros por un Estado miembro de la OEA, y han sido derivadas de las Directrices globales para la Participación de Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA.

Los Observadores de la mayoría de los organismos tienen derecho de asistir a las reuniones para las que se les otorgue la calidad de Observadores, pero sólo pueden hacer uso de la palabra a invitación del Presidente.
/  Ello se refleja en la Sección 6.5.

Todas las entidades que conocemos reconocen en sus normas o prácticas el derecho del Secretario General y de representantes de otros órganos de la OEA de asistir a sus reuniones públicas como Observadores.
/  La Sección 6.1 establece y reconoce esa práctica dentro de la Junta.

Artículo 7.
Expertos y otros invitados


7.1
El Presidente, previa consulta con los Miembros, podrá invitar a expertos y otras personas a participar en las reuniones del Consejo de Delegados y otras actividades de la Junta.


7.2
Los expertos y otros invitados podrán participar conforme a los términos de la invitación que se les formule en cada caso; sin embargo, no tendrán derecho a hacer uso de la palabra en ninguna reunión sin permiso del Presidente.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

El Artículo 7 crea una tercera categoría de Participantes no miembros, que es la de “invitados”.  Algunos organismos agrupan a los observadores e invitados en una categoría denominada “Observadores”.
/  Organismos más técnicos, como el IICA, ha dividido la categoría de Observadores no permanentes en Observadores e Invitados.
/  Dado el carácter técnico del mandato de la Junta, hemos optado por seguir el modelo del IICA, similar también al de la Asamblea General, tal como lo establece su Reglamento.
/
La Sección 7.1 permite al Presidente invitar a invitados especiales y expertos a asistir a reuniones de la Junta, previa consulta con los Miembros.  Conforme a la Sección 7.2, el alcance de la participación del invitado o experto en cada reunión se regirá por las condiciones establecidas en la invitación.
Artículo 8.
Costos

8.1
La JID podrá cobrar a los Observadores Permanentes, Observadores e Invitados los costos vinculados con su participación, lo que comprende, sin carácter limitativo, los costos de los servicios de traducción, reproducción y distribución de sus documentos a otros participantes.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


La participación de otras entidades que no sean Miembros en las reuniones de la Junta no está exenta de costos marginales.  Establecer lugares adicionales en las salas de reuniones, los servicios de reproducción de documentos, el uso de instalaciones, la traducción e interpretación de declaraciones son todas actividades que se traducen en dinero.  La finalidad de esta disposición es autorizar al Consejo a recuperar esos costos, en todo o por lo menos en parte, cobrando el importe a los participantes que no sean Miembros.
CAPÍTULO III

ESTRUCTURA

Artículo 9.
Órganos

9.1
La JID tendrá los siguientes órganos:
a. El Consejo de Delegados;

b. La Secretaría; y  

c. El Colegio Interamericano de Defensa (“CID”).

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

Este artículo establece una estructura orgánica sencilla para la Junta.  Reconoce tres órganos:  el Consejo de Delegados (el órgano político), que establece las políticas estratégicas de la Junta y supervisa a esta última, dentro de las directrices establecidas por la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta y el Consejo Permanente; la Secretaría, que presta servicios de apoyo al Consejo en materia de asesoramiento, conferencias y administración y ejecuta todas las decisiones de ese órgano que no sean de competencia del Colegio Interamericano de Defensa, y el Colegio Interamericano de Defensa, que cumple las funciones educativas de la Junta.

En propuestas anteriores se identificaron como órganos de la Junta la Presidencia y la Dirección General (en ellas se denomina “Director Ejecutivo” al Director General).  No obstante, tiene poco sentido identificar a la Presidencia y a la Dirección General como órganos independientes de los órganos que administran.  De hecho, conforme a la Carta de la OEA, el Presidente del Consejo Permanente, la Secretaría General y el Presidente de la Asamblea General no se identifican como órganos separados,
/ lo que tampoco ocurre con el Presidente del Comité Ejecutivo o el Director General del IICA,
/ ni con el Director General del IIN.
/
CAPÍTULO IV

CONSEJO DE DELEGADOS

Artículo 10.
Propósito


10.1
El Consejo de Delegados (“el Consejo”) es el órgano representativo de los Miembros, establecido para:

a.
 Elaborar y aplicar las políticas, actividades y directrices de la Junta, dentro de las directrices establecidas por la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta y el Consejo Permanente.

b.
Supervisar la aplicación de esas políticas, actividades y directrices por la Secretaría de la Junta y el Colegio Interamericano de Defensa.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


Conforme a su actual Reglamento, el órgano político de la Junta es su Consejo de Delegados, en que están representados todos los Miembros.  Este proyecto de Estatuto no altera sustancialmente la composición del Consejo, sus funciones, su finalidad primordial y su proceso de realización de actividades en el marco de ese reglamento, pero en cambio dispone, conforme a las sugerencias de los Estados miembros de la OEA, que la Junta realice sus actividades bajo control civil.  Por lo tanto, el Consejo mantiene sus funciones de establecer las políticas, actividades y directrices de la Junta, pero conforme a este Artículo 10 debe hacerlo dentro de las directrices establecidas por la Asamblea General de la OEA, el Consejo Permanente y la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores.

Artículo 11.
Funciones

11.1
El Consejo tendrá las siguientes funciones:  Establecer las políticas y objetivos estratégicos de la JID dentro de las directrices y limitaciones establecidas en el presente estatuto, en el Acuerdo entre la OEA y la JID y en las resoluciones de la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta y el Consejo Permanente de la OEA; 



a.
Analizar y aprobar el presupuesto anual de la JID, preparar, para presentarlo al Secretario General de la OEA, el proyecto anual de la JID para la apropiación de fondos del Programa-Presupuesto de la OEA, y aprobar mecanismos de financiamiento de las actividades de la JID.



b.
Supervisar, analizar y evaluar la aplicación de los proyectos y actividades de la JID.



c.
Impartir instrucciones y orientación al Director General.



d.
Supervisar la administración de todos los recursos encomendados a la JID.



e.
Adoptar su propio Reglamento, el Reglamento de Personal y el Reglamento Financiero.



f.
Establecer si corresponde suspender o restablecer a los Miembros conforme a los Artículos 4.2(c) y 4.5 del presente estatuto.



g.
Planificar y disponer la sucesión de las autoridades electas de la JID.



h.
Elegir a su Presidente y a otras autoridades de la JID según lo previsto más adelante en este Estatuto y en su Reglamento.



i.
Proponer al Consejo Permanente de la OEA, para su aprobación por la Asamblea General de la OEA, enmiendas del presente Estatuto.



j.
Dar a conocer anualmente a la Asamblea General de la OEA las actividades de la JID conforme a directrices establecidas por la Asamblea General de la Organización.



k.
Establecer comisiones, subcomisiones, grupos de trabajo y otros órganos subsidiarios para que la ayuden a cumplir sus funciones.  



l.
Establecer directrices para acuerdos de cooperación entre la Junta y otros organismos regionales y mundiales que se ocupen de asuntos militares, de defensa y conexos [similares].



m.
Cumplir las otras tareas que especifique este Estatuto o que le asignen la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores o el Consejo Permanente de la OEA.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

Este artículo representa un esfuerzo tendiente a reunir en un mismo sitio de este Estatuto las numerosas funciones del Consejo.  Algunas emanan de su actual reglamento; otras de la práctica; otras constituyen los tipos genéricos de funciones que cumplen los órganos políticos de los Organismos especializados y otras entidades técnicas y políticas dentro de la OEA;
/ otros derivan de otras secciones de este Estatuto en que se hace referencia a algún tipo de medida a cargo del Consejo.

Artículo 12.
Delegaciones

12.1
El Consejo estará compuesto por un Jefe de Delegación de cada Miembro, y cada Delegación tendrá un voto en las reuniones del Consejo.

12.2
El Jefe de Delegación de cada Miembros será designado por el Ministro de Defensa del Miembro o por el funcionario civil con potestades similares del Gobierno del Miembro.

12.3
El Jefe de Delegación será un Oficial Jefe o un Oficial General o Capitán/Coronel, o un funcionario civil con potestades similares del ministerio correspondiente que posea conocimientos similares en asuntos militares, de defensa y conexos [similares].

a.
Los Jefes de Delegación representan a sus respectivos ministerios en la Junta a través de su participación en reuniones del Consejo y otras actividades de la JID, y 

b.
Los Jefes de Delegación son los enlaces oficiales entre la Junta y sus respectivos gobiernos y entre la Junta y sus respectivos Representantes Permanentes ante la OEA.

12.4
Cada Miembro podrá designar delegados alternos, asesores y otro personal para su delegación.  Los delegados alternos de un Miembro estarán autorizados, en caso de ausencia del Jefe de Delegación, a representar a ese Miembro en las Asambleas del Consejo, otras reuniones y otras actividades de la JID.  

a.
Los Delegados serán oficiales de las Fuerzas Armadas, funcionarios civiles del Miembro, o de su cuerpo diplomático, con experiencia técnica apropiada en relación con la competencia de la JID.  

b.
Los asesores no podrán representar al Jefe de Delegación en las Asambleas del Consejo.

12.5
Cada Miembro acreditará a su Jefe de Delegación y a otros miembros de su Delegación, presentado para ello credenciales al Presidente.

12.6
Los Delegados y otros funcionarios de delegaciones no podrán ser funcionarios de los órganos de la JID, pero podrán participar en comisiones, subcomisiones, grupos de trabajo y otros órganos subsidiarios que establezcan el Consejo o su Presidente, así como en grupos de trabajo establecidos por el Director General.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


La Sección 12.1 establece que cada Miembro tendrá un Jefe de Delegación y un voto en el Consejo.  Se incorpora así el principio de igualdad jurídica de los Estados previsto en el Artículo 10 de la Carta de la OEA.


La Sección 12.2 establece que el Jefe de Delegación deberá ser designado por el Ministro de Defensa u otra autoridad civil del Miembro con competencia para efectuar la designación.  La finalidad de esta disposición consiste en reforzar el principio de control civil sobre las Fuerzas Armadas en el contexto de la gobernabilidad democrática en las Américas.


La Sección 12.3 dispone que el Jefe de Delegación de cada Miembro será el Oficial Jefe o un Oficial General, o un funcionario civil con potestades y conocimientos similares del Miembro.  El requisito de que los cargos militares correspondan a Oficiales Jefes u Oficiales Generales y que los representantes civiles posean conocimientos y potestades similares fue propuesto por el Consejo de Delegados en un proyecto anterior de este Estatuto, y garantiza que cada uno de los Miembros esté en condiciones de participar en los asuntos del Consejo a través de representantes respetados y calificados.


Los requisitos de esta naturaleza no son infrecuentes en otros organismos.  El Artículo 80 de la Carta dispone que los Representantes Permanentes de los Miembros de la OEA ante el Consejo Permanente tengan rango de embajadores.  El Artículo 7 de la Convención sobre el IICA establece que los representantes ante la JIA estén “preferentemente vinculado[s] al desarrollo agrícola y rural”.  El Artículo 8 del Estatuto del IIN dispone que los representantes ante el Consejo Directivo se seleccionarán “entre sus altos funcionarios responsables de entidades oficiales especializadas en temas de niñez, adolescencia y familia, o entre personas de reconocida competencia en la materia”, Análogamente, el Artículo 7 del Estatuto de la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (“AICD”) dispone que los representantes de los Miembros en la Junta Directiva de la AICD “de preferencia, tenga[n] reconocida experiencia y conocimientos en actividades relacionadas con programas de cooperación y desarrollo y otras actividades conexas”.


La Sección 12.4 establece requisitos para los demás miembros de delegaciones.  Esos requisitos fueron propuestos por el Consejo de Delegados en un proyecto anterior de este Estatuto, y no carecen de razonabilidad.


La Sección 12.5 identifica el procedimiento de acreditación de delegaciones ante el Presidente.  Ese texto fue propuesto por el actual Consejo de Delegados.  Otra alternativa consistía en que se acreditaran ante el Director General.  De hecho, la práctica en el Consejo Permanente de la OEA y en el IICA consiste en acreditar a las delegaciones a través del oficial ejecutivo jefe:  en el caso de la OEA, el Secretario General, en el caso del IICA, el Director General.  No obstante, no hay nada inusual en que las acreditaciones las efectúe el Presidente.  Hasta que se modificó el procedimiento del Consejo de la OEA, años atrás, las acreditaciones de embajadores las realizaba el Presidente del Consejo Permanente en lugar del Secretario General.  Cualquiera de los dos sistemas es admisible.


La Sección 12.6 se refiere a conflictos de intereses.  Prohíbe a los delegados ocupar cargos como funcionarios de la Secretaría y del CID.  Tanto la OEA como el IICA mantienen normas similares.  El Artículo 34 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos (“Normas Generales”) y el Artículo 28 del Reglamento de la Dirección General del IICA establecen que ningún funcionario podrá ocupar un cargo gubernamental.

Artículo 13.
Reuniones 
13.1
Asambleas:  El Consejo celebrará Asambleas a los efectos de adoptar las decisiones definitivas y vinculantes necesarias para el cumplimiento de sus funciones.  Las Asambleas serán convocadas por el Presidente, o por el Vicepresidente en caso de ausencia del primero.  Deberán redactarse actas formales, que se distribuirán puntualmente a los Miembros.  A menos que en el presente Estatuto se disponga otra cosa, la votación y los debates se realizarán en observancia del Reglamento del Consejo.  Las Asambleas podrán ser Ordinarias, Plenarias o Extraordinarias.

a.
Las Asambleas Ordinarias serán convocadas a intervalos especificados en el Reglamento del Consejo o según lo establecido en un calendario de reuniones aprobado por el Consejo.

b.
La Asamblea Plenaria es una Asamblea Ordinaria que se reúne una vez por año con la finalidad principal de conmemorar el aniversario de la JID y ocuparse de temas de especial interés para los Miembros.

c.
Las Asambleas Extraordinarias serán convocadas a solicitud de por lo menos cinco Miembros, para ocuparse de asuntos urgentes, sensibles o imprevistos por otro motivo.

13.2
Reuniones informales:  Las reuniones informales son convocadas por el Presidente o por el Vicepresidente en caso de ausencia del primero, para intercambiar opiniones, informalmente, sobre asuntos de interés mutuo.  En ellas no se pueden adoptar decisiones vinculantes ni se requieren actas.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

El Artículo 13 del presente estatuto establece los tipos de reuniones que puede celebrar el Consejo de Delegados.  Éste, en una reciente propuesta, se refirió a las reuniones formales en que adopta decisiones denominándolas “Asambleas”.  No vemos ningún motivo para cambiar ese término si el Consejo lo considera adecuado.

El Artículo 13.1 clasifica las Asambleas en tres tipos:  Ordinarias, Plenarias y Extraordinarias.  Las Asambleas Ordinarias son las convocadas por el Presidente y el Vicepresidente conforme a un calendario de reuniones ordinarias establecido en el Reglamento del Consejo o en un calendario aprobado por éste.  Las Asambleas Extraordinarias son reuniones convocadas por el Presidente o el Vicepresidente en cualquier momento a solicitud de por lo menos cinco delegaciones.  La Asamblea Plenaria, según el Consejo actual, es una Asamblea Ordinaria convocada una vez por año para conmemorar la fundación de la Junta y tratar cuestiones especiales.

Muchos órganos de la OEA tratan muchos de sus asuntos en reuniones informales, antes de adoptar decisiones definitivas en reuniones formales.  El Consejo no difiere de ellos a ese respecto.  Así, el Artículo 13.2 dispone la convocatoria de reuniones informales en que no se adoptan decisiones definitivas.

Artículo 14.
Quórum y votación:

14.1
Con respecto a las Asambleas, se requiere un quórum de un tercio de los Miembros para las reuniones y un quórum de la mayoría de los Miembros para adoptar una decisión vinculante, sin perjuicio, sin embargo, de que se requiere un quórum de un tercio de los Miembros para adoptar cualquiera de las decisiones vinculantes para las que se requiere el voto de dos tercios de los Miembros.

14.2
Se requiere el voto de dos tercios de los miembros para adoptar el presupuesto anual; para suspender a un Miembro conforme al Artículo 4.2(c); para restablecer a un Miembro suspendido conforme al Artículo 4.5, y para remover de su cargo al Presidente, Vicepresidente o a cualquier otro alto funcionario electo de la Junta.

14.3
Todas las restantes decisiones, incluidas las de la elección del Presidente, Vicepresidente y otros altos funcionarios requerirán el voto de la mayoría de los Miembros.  A los efectos de este Estatuto se entiende por mayoría un número de votos que supere el 50%.

14.4
En las reuniones informales no se requiere quórum ni se realizarán votaciones obligatorias.

14.5
Ninguna comisión, subcomisión o grupo de trabajo podrá reunirse si no existe quórum de por lo menos un tercio de sus miembros, y deberá adoptar decisiones y recomendaciones por voto mayoritario de sus miembros presentes, sin perjuicio del derecho de adoptar diferentes normas de votación después de su primera reunión.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN
El Artículo 14.1 permitiría al Consejo reunirse con un quórum de tan sólo un tercio de sus Miembros.  En un proyecto anterior se requería un quórum de dos tercios.  Nos pareció que una proporción tan alta no era realista, en especial si este programa de reorganización determina el aumento del número de Miembros de la Junta.  En consecuencia establecimos un nivel obligatorio más bajo, de un tercio, que es el quórum establecido por el Consejo Permanente conforme al Artículo 16 de su Estatuto.  Sin embargo, como ocurre en el Reglamento del Consejo Permanente, la Sección 14.1 establece un quórum más alto para la votación:  dos tercios de los Miembros cuando se requiere un voto calificado de dos tercios, y voto mayoritario cuando sólo se requiere el voto de la mayoría de los Miembros

La Sección 14.2 determina ciertas decisiones que no pueden adoptarse sin voto mayoritario calificado de dos tercios de los Miembros.  No es inusual que los órganos de la Organización requieran diferentes mayorías para diferentes tipos de decisiones.  Por ejemplo, conforme a la Carta de la OEA se requiere un voto calificado de dos tercios para suspender a un Estado conforme al Artículo 9, para aprobar el presupuesto conforme al Artículo 55, para convocar a una reunión extraordinaria de la Asamblea General y para remover de su cargo al Secretario General.
/  Este artículo establece que las decisiones más graves del Consejo deberán ser adoptadas también por mayoría calificada de dos tercios de los Miembros del cuerpo, entre ellas la decisión de suspender o restablecer a un Miembro, de adoptar el presupuesto anual, y de remover de sus cargos a autoridades electas.  

Conforme a la Sección 14.3, todas las restantes decisiones requerirán el voto mayoritario de los Miembros, lo que es congruente con el Artículo 59 de la Carta, referente a la votación en la Asamblea General, y con el Artículo 17 del Estatuto del Consejo Permanente, referente a la votación.

No existen requisitos de quórum ni votación para las reuniones informales conforme a la Sección 14.4, lo que obedece a que, por definición, en esas reuniones no pueden adoptarse decisiones obligatorias.

La Sección 14.5 establece un quórum mínimo de un tercio de los miembros de cualquier comisión, subcomisión o grupo de trabajo, al igual que el requisito de voto mayoritario de los presentes para la adopción de decisiones.  Esa norma establece que las comisiones, subcomisiones o grupos de trabajo podrán adoptar sus propias normas de votación después de la primera reunión.  Es la adaptación de las Normas 44 y 57(b) del Reglamento del Consejo Permanente referentes a quórum y votación en esos órganos subsidiarios.

Artículo 15.
Presidente y Vicepresidente

15.1
El Consejo elegirá a su Presidente en Asamblea Ordinaria, por un término de un año que se iniciará el 1 de julio y finalizará el 30 de junio.  El Presidente debe ser un Oficial Jefe u Oficial General en servicio activo de un Miembro de la JID, o un funcionario civil de un Miembro que posea potestades y conocimientos similares sobre cuestiones referentes a asuntos militares y de defensa, y que sea asignado a la Junta por ese Miembro.

15.2
El Presidente será directamente responsable ante el Consejo y deberá:

a.
Convocar y presidir las Asambleas y otras reuniones del Consejo.

b.
Coordinar la labor del Consejo.

c.
Representar a la JID en las reuniones de la OEA y en sus relaciones externas.

d.
Presidir las actividades ceremoniales de la JID.

e.
Cumplir otros cometidos que especifique este Estatuto o que le asigne el Consejo.

15.3
El Consejo elegirá a su Vicepresidente en Asamblea Ordinaria, por un término de un año que se iniciará el 1 de julio y finalizará el 30 de junio.  Deberá ser un Oficial Jefe u Oficial General, o un funcionario civil de un Miembro que posea potestades y conocimientos similares sobre cuestiones referentes a asuntos militares y de defensa, y que sea asignado a la Junta por ese Miembro.  El Vicepresidente deberá:

a.
Prestar servicios como asesor del Presidente.



b.
Reemplazar al Presidente en el cumplimiento de sus cometidos cuando el Presidente no esté en condiciones de cumplirlos, o los delegue al Vicepresidente.

c.
Coordinar las comisiones, subcomisiones y grupos de trabajo.

d.
Cumplir todos los otros cometidos que le asignen el Consejo o el Presidente.

15.4
El Consejo podrá remover al Presidente o al Vicepresidente por el voto de dos tercios de los Miembros.

15.5
El Presidente y el Vicepresidente deberán recibir de la Secretaría la asistencia de personal que sea razonable y necesaria para el cumplimiento de sus cometidos.

15.6
Para la selección del Presidente y el Vicepresidente el Consejo deberá, en la medida en que sea factible, aplicar los criterios de rotación y de equitativa representación geográfica.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

Conforme al Reglamento actualmente vigente el Presidente es designado por el país-sede y preside el Consejo, la Secretaría y prácticamente todas las operaciones de la Junta.  En este Estatuto se redistribuyen las actuales funciones del Presidente entre éste y el Director General (que en el proyecto anterior del Consejo de Delegados se denomina “Director Ejecutivo”).  Conforme a este Estatuto, el Presidente sería electo por los Estados miembros y cumpliría cometidos análogos a los de los Presidentes y encargados de la presidencia de los restantes órganos políticos de la OEA.  

Tal como se detalla más abajo en el Artículo 17 de este Estatuto, el Director General presidirá la Secretaria y deberá prestar servicios del Consejo y aplicar sus directrices.  Su función será muy similar a la de los Secretarios Ejecutivos y Directores Generales de otros organismos especializados y de las entidades creadas por la Asamblea General conforme a la Carta de la OEA.

La Sección 15.1 establece el cargo de funcionario presidente del Consejo, el Presidente, y las calificaciones necesarias para ese cargo, que son las sugeridas por el Consejo en su propio proyecto de Estatuto.  Ellas establecen que el Presidente debe poseer esencialmente las mismas potestades y los mismos conocimientos que los Jefes de Delegación.  Ello es importante para garantizar el respeto de los Jefes de Delegación hacia la persona que ocupe ese cargo.  En el proyecto del Consejo no se sugiere determinado tiempo de permanencia en el cargo de Presidente.  En este proyecto se recomienda que el término sea de un año a partir del 1 de julio y hasta el 30 de junio, lo que obedece a varias razones.  Primero, un plazo de un año permite una razonable rotación y distribución geográfica para el cargo a lo largo del tiempo.  Segundo, el período comprendido entre el 1 de julio y el 30 de junio coincide con el año académico y el año escolar en la Sede, lo que aliviaría la carga familiar de la persona electa para el cargo si tiene hijos en edad escolar.  Finalmente, coincide con el período en que la OEA asume nuevos mandatos, tras la Asamblea General, que generalmente tiene lugar en junio.

Las funciones del Presidente se establecen en la Sección 15.2.  Son bastante habituales.  Convoca a las Asambleas y otras reuniones del Consejo, las preside y coordina su labor.  Cumple funciones representativas de carácter ceremonial y representa a la Junta ante la OEA.

La Sección 15.3 establece las funciones y calificaciones del Vicepresidente.  Su función primordial, como en la mayoría de los cargos de este tipo, consiste en sustituir al Presidente en caso de impedimento. Además se desempeña como asesor del Presidente y ayuda a coordinar la labor del Consejo.  Sus calificaciones son idénticas a las de los Jefes de Delegación, como garantía de una relación de trabajo basada en el respeto entre el Vicepresidente y los Jefes de Delegación y el Presidente.  El plazo de desempeño del cargo es de un año, por razones idénticas a las expresadas para el Presidente.

En la Sección 15.4 se prevé la remoción del Presidente y del Vicepresidente.  Esta decisión es tan grave que en dicha sección se requiere que sea adoptada por voto de dos tercios, al igual que en el caso de la remoción del Secretario General y del Secretario General Adjunto según lo previsto en la Carta de la OEA.

Para cumplir sus cometidos, el Presidente y el Vicepresidente necesitarán recursos de personal, que se prevén en la Sección 15.5.  

Conforme al Artículo 77 de la Carta se aplica el principio de rotación y de equitativa representación geográfica para la determinación de los Miembros de los órganos de la Organización en que no participen todos los Miembros de la OEA.  En algunos casos el mismo principio se ha adoptado para otros fines, como la selección de los países-sede de reuniones importantes.  Aunque no se establece expresamente, el principio básico en el Consejo Permanente es la rotación periódica y sistemática en los cargos de Presidente y Vicepresidente.  Además, el Artículo 12 de la resolución AG/RES. 87, Normas para Organismos Especializados, establece:  “Para llenar los cargos electivos en los Organismos Espe​cializados Interamericanos se tomarán en cuenta la capacidad técnica de los candidatos y los criterios de rotación y representación geográfica”.  Por lo tanto, esos mismos principios deben aplicarse a las autoridades del Consejo de Delegados.  A esto obedece el contenido de la Sección 15.6.

CAPÍTULO V
LA SECRETARÍA

Artículo 16.
Estructura y funciones

16.1
La Secretaría cumplirá sus funciones a través del Director General, la Subsecretaría de Servicios de Asesoramiento y la Subsecretaría de Servicios de Administración y Conferencias.  

16.2
La Secretaría será el órgano administrativo permanente de la Junta y deberá cumplir las siguientes funciones:

a.
Aplicar las resoluciones, directrices y otras decisiones del Consejo.

b.
Preparar el Programa-Presupuesto anual de la JID, para ponerlo a consideración del Consejo.

c.
Prestar con carácter permanente adecuados servicios de Secretaría al Consejo, sus órganos subsidiarios, el Presidente y el Vicepresidente, y cumplir sus directrices y disposiciones.  

d.
Dispensar asesoramiento técnico al Consejo, sus órganos subsidiarios, el Presidente y el Vicepresidente.

e.
Desempeñarse como custodio de los documentos y archivos de la JID.

f.
Con sujeción a la aprobación del Consejo, preparar y presentar a la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores, el Consejo Permanente y otros órganos de la OEA, cuando sea necesario, los informes solicitados o que se requieran en virtud de acuerdos con los mismos.

g.
Establecer, conforme a directrices establecidas por el Consejo, relaciones basadas en la cooperación con organismos internacionales mundiales y regionales que tengan intereses y realicen actividades en común con los de la JID.

h.
Administrar los recursos financieros de la JID y rendir cuentas en forma apropiada al Consejo con respecto a esa actividad.

i.
Mantener relaciones basadas en la cooperación con la Secretaría General de la OEA.

j.
Cumplir toda otra función especificada en este Estatuto o que le asigne el Consejo.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


En un proyecto anterior de este Estatuto, preparado por el Consejo de Delegados, las funciones del personal se dividirían entre una Secretaría y el denominado “personal interamericano”, formado en su mayor parte por asesores.  No percibimos ninguna razón institucional seria para que el personal internacional no formara parte de la Secretaría, por lo que en el Artículo 16.1 de este Estatuto combinamos en una única Secretará la denominada “Secretaría” que aparecía en el proyecto anterior  con el denominado “personal interamericano”.  Además, la expresión “personal interamericano” no nos parece muy apropiada, ya que todos los funcionarios de la Junta son “interamericanos”.

La Secretaría única propuesta en este Estatuto, como la Secretaría General de la OEA en el caso de la OEA según su Carta, es el órgano central y permanente de la Junta.  Se divide en dos subsecretarías:  la Subsecretaría de Servicios de Asesoramiento (“SSA”), formada por el denominado personal interamericano que cumple funciones de asesoramiento técnico, y la Subsecretaría de Servicios Administrativos y de Conferencias, formada por todo “el restante personal militar y civil que no cumple funciones de mero asesoramiento”.  La Secretaría única está sometida al control directivo del Director General, al que se hace referencia en la Sección 16.1, que como se establece además en la Sección 17.1, infra, es el Oficial Ejecutivo Jefe (“OEJ”) de la Secretaría.

El Artículo 16.2 establece en cierto detalle las funciones de la Secretaría.  Las mismas han sido resumidas a partir de proyectos anteriores, y perfeccionadas sobre la base de la noción de las funciones genéricas que cumplen las secretarías de otros organismos especializados y de las entidades de la OEA, a saber:  aplicar las decisiones del Consejo; preparar el proyecto de programa-presupuesto para ponerlo a consideración del Consejo; prestar servicios de secretaría y asesoramiento técnico al Consejo, sus autoridades y comisiones subordinadas y otros órganos; desempeñarse como custodio de los archivos de la Junta; preparar y presentar los informes preceptivos al Consejo; establecer relaciones de cooperación con sujeción a directrices del Consejo; mantener relaciones basadas en la cooperación con la Secretaría General de la OEA (“SG/OEA”), y cumplir toda otra función que le asigne el Consejo.
Artículo 17.
El Director General

17.1
El Director General, bajo la supervisión del Consejo, será el representante legal de la JID y el oficial ejecutivo jefe de la misma, y estará facultado para dirigir y administrar la Secretaría para el cumplimiento de sus funciones, obligaciones y responsabilidades.  El Director General es directamente responsable ante el Consejo, y debe rendir cuentas de sus actos.


17.2
Además de ser responsable de las funciones establecidas en el Artículo 17.1, que antecede, el Director General, bajo la supervisión del Consejo deberá:



a.
Determinar el número de funcionarios de la Secretaría; reglamentar sus potestades, derechos y obligaciones; determinar sus remuneraciones, y designarlos y removerlos conforme a las normas del Programa-Presupuesto anual y a otras resoluciones del Consejo.



b.
Participar en las reuniones del Consejo, con voz pero sin voto.



c.
Presentar al Consejo informes e información referentes a las actividades de la JID y a las relaciones de la misma con otros organismos, cuando se le solicite.



d.
Suscribir y ejecutar acuerdos de cooperación con otros organismos conforme a directrices establecidas por el Consejo.



e.
Administrar y hacer cumplir los Reglamentos de la JID y otras decisiones del Consejo.



f.
Reorganizar la Secretaría eliminando, agregando, combinando o subdividiendo oficinas, según fuere del caso, para lograr la máxima eficiencia.



g.
Celebrar contratos de suministro de bienes y servicios para la Secretaría dentro de los límites del Programa-Presupuesto y otras decisiones del Consejo.



h.
Supervisar y hacerse responsable de los servicios de asesoramiento técnico y consultivo dispensados por la Secretaría;



i.
Dictar Órdenes Ejecutivas y otras disposiciones administrativas para el cumplimiento de las funciones establecidas en el presente estatuto.



j.
Cumplir todos los otros cometidos que le asigne el Consejo.


17.3
El Director General podrá delegar funciones y conferir potestades a otros funcionarios de la Secretaría, pero seguirá siendo responsable ante el Consejo de todos los actos que se adopten con respecto a esas delegaciones de funciones.


17.4
El Director General será un Oficial Jefe o un Oficial General, o un funcionario civil con potestades similares de un Estado miembro de la JID que posea conocimientos similares en asuntos militares, de defensa y conexos [similares], y el Estado miembro debe asignarlo a la Junta.  Será electo por el Consejo en una Asamblea, por voto mayoritario de los Miembros de la misma, por un término de hasta cuatro años, renovable por un período adicional de hasta cuatro años.  El Director General es directamente responsable ante el Consejo que podrá removerlo por voto de dos tercios de sus miembros.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


En la Sección 17.1 se reconoce al Director General como representante legal de la Junta y oficial ejecutivo jefe de la Secretaría, a quien se confiere la potestad de cumplir los cometidos de la Secretaría y se le hace directamente responsable ante el Consejo, al que debe rendir cuentas.  Esta disposición es análoga a la del Artículo 109 de la Carta de la OEA, referente a los cometidos del Secretario General como representante legal de la Secretaría General de la Organización y oficial ejecutivo jefe,
/ y a la del Artículo 20 de la Convención sobre el IICA, con respecto a los cometidos del Director General del IICA y al alcance de sus facultades.
/

La decisión de denominar al oficial ejecutivo jefe de la Secretaría como “Director General” se basa en la práctica de conferir ese título a los oficiales ejecutivos jefes de otros organismos y entidades especializados.  De los seis organismos especializados, sólo en uno, la Comisión Interamericana de Mujeres,
/ el ese funcionario tiene un título diferente.  En ninguno de ellos tiene el título de “Director Ejecutivo”, que fue el propuesto en una versión anterior de este Estatuto, preparada por el Consejo.


La Sección 17.2 establece las funciones específicas del Director General. Se basa en disposiciones similares de la Carta de la OEA y de las Normas Generales
/ y de la Convención y el Reglamento del IICA con respecto a las funciones y facultades del Secretario General de la OEA y del Director General del IICA, respectivamente.
/  En esta lista de funciones no hay nada inusual.  Como oficial ejecutivo jefe, tiene la potestad de contratar y remover funcionarios y organizar la Secretaría, en todos los casos con sujeción a las directrices y bajo la supervisión del Consejo.  Tiene la potestad de celebrar contratos de adquisición de bienes y servicios, suscribir acuerdos de cooperación y participar en las reuniones del Consejo, con voz pero sin voto. Finalmente, deberá tener potestades de supervisión de los servicios de asesoramiento técnico y consultivo dispensados por la Secretaría, de cuyo cumplimiento será responsable.


La Sección 17.3 confiere al Director General la potestad de delegar atribuciones.  Conforme al derecho anglonorteamericano, estas facultades se presumen, pero en algunos casos juristas de Derecho Civil mantienen una perspectiva diferente.  Por esa razón es aconsejable dejar establecida en el Estatuto la potestad específica de delegación.  Por ejemplo, el Artículo 7 del Reglamento de la Dirección General del IICA confiere facultades similares al Director General del IICA.
/

En la Sección 17.4 se establecen las calificaciones del Director General y el método de designación respectivo.  Las calificaciones son idénticas a las que se requieren para el Presidente, para garantizar el mutuo respeto y facilitar la interrelación con el Presidente y los Jefes de Delegación.


El método de elección y la cuestión de si el cargo de Director General (“DG”) debe democratizarse plenamente fue, en cierto tiempo, un tema de debate.  En este texto se refleja el consenso emergente, consistente en que la elección esté a cargo de la Asamblea de Delegados.


Además, en la Sección 17.4 establecimos que el DG prestaría servicios por un término de hasta cuatro años.  La expresión “hasta” permitiría a la Junta determinar en cada caso el período respectivo.  Podría eliminarse para dar cabida a una mayor regularidad.  Además, lo de “cuatro años” representa tan sólo una sugerencia.  En el IICA, el mandato del DG es de cuatro años, al igual que el del DG de la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo; lo mismo sucede con el mandato inicial del DG del Instituto Interamericano del Niño.

Artículo 18.
Subsecretaría de Servicios de Asesoramiento 


18.1
La Subsecretaría de Servicios de Asesoramiento (“SSA”) deberá prestar servicios de asistencia técnica al Consejo y a otras áreas de la Secretaría en asuntos militares, de defensa y conexos [similares].


18.2
La SSA tendrá un Director, que deberá ser un Oficial Jefe o un Oficial General o un funcionario civil de un Miembro de la JID que posea potestades y conocimientos similares en asuntos militares, de defensa y conexos [similares], y que sea asignado a la Junta por ese Miembro.  El Director de la SSA será electo por el Consejo en una Asamblea, por voto mayoritario de sus Miembros, por un término de hasta cuatros años, renovable por igual período. Podrá ser removido por el Consejo en una Asamblea, por voto mayoritario de dos tercios de sus Miembros.


18.3
 El Director de la SSA es responsable ante Director General en observancia de las directrices y políticas establecidas por el Consejo.  

18.4
Además del Director, la SSA contará con un funcionario asignado por los Miembros ante la Junta con el cometido de prestar servicios de respaldo técnico y de asesoramiento al Consejo y a otros órganos de la JID.


18.5
El Director de la SSA podrá designar a un Subdirector entre el personal asignado a SSA, para que lo ayude a cumplir sus funciones.  El Subdirector será un oficial militar de un Miembro que posea rango equivalente a Capitán/Coronel, o un funcionario civil de un Miembro que posea potestades y conocimientos similares en asuntos militares, de defensa y conexos [similares], y que sea asignado a la Junta por ese Miembro.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


La finalidad de la Subsecretaría de Servicios de Asesoramiento (“SSA”), tal como se establece en la Sección 18.1, consiste en dispensar al Consejo asesoramiento técnico sobre “asuntos militares y de defensa”.  Es el “grupo de trabajo” sustancial de la Junta, y no tiene a su cargo la ejecución de medidas administrativas, salvo las relacionadas con sus propias operaciones internas como parte de la Secretaría.


La SSA cumple sus funciones a través de su Director y de su personal, al que se daba, en proyectos anteriores, la denominación de “personal interamericano”.  El Director es el funcionario identificado como “Director del personal interamericano” en un proyecto anterior de este Estatuto propuesto por el Consejo.  Según lo previsto en la Sección 18.2, el Director tendrá el mismo rango e idénticas calificaciones que las requeridas del Director General, para garantizar el respeto mutuo y una interrelación eficiente con las Delegaciones, y para supervisar las oficinas militares superiores y el personal civil que pueda designarse.  El procedimiento de designación ha sido plenamente democratizado, ya que el Director es electo por el Consejo.


Se ha propuesto para el Director un mandato de cuatro años, para que sea congruente con el mandato propuesto para el DG en virtud de este Estatuto.  Sin embargo, no damos preferencia a determinado mandato; simplemente creemos que su duración debe definirse en este Estatuto. El Director de la SSAC depende exclusivamente del Director General, que a su vez depende directamente del Consejo en cuanto a los servicios de asesoramiento técnico y consultivo dispensados por la Subsecretaría.


La Sección 18.4 simplemente establece que la SSA deberá contar con un funcionario que ayude al Director a cumplir sus cometidos.  La Sección 18.5 faculta al Director a designar a un Subdirector, que deberá poseer las potestades y los conocimientos definidos por el Consejo en un proyecto anterior de este Estatuto.

Artículo 19.
Subsecretaría de Servicios Administrativos y de Conferencias 

19.1
La Subsecretaría de Servicios Administrativos y de Conferencias (“SSAC”) será responsable de proporcionar al Director General todo el apoyo necesario para el cumplimiento de las funciones asignadas a la Secretaría conforme a este Estatuto, salvo las de asesoramiento técnico asignadas a la SSA.


19.2
La SSAC tendrá un Director, que deberá ser un Oficial Jefe o un Oficial General de un Miembro de la Junta o un funcionario civil de un Miembro que posea potestades y conocimientos similares en asuntos militares, de defensa y conexos [similares] y sea asignado a la Junta por ese Miembro.  El Director de la SSAC será electo por el Consejo en una Asamblea, por voto mayoritario de sus Miembros, por un plazo de hasta cuatro años, renovable por un plazo de hasta cuatro años.  El Director de la SSAC podrá ser removido por el Consejo en una Asamblea, por voto mayoritario de dos tercios de sus Miembros.


19.3
 El Director de la SSAC será responsable ante el Director General, en observancia de las directrices y políticas establecidas por el Consejo.

19.4
Además del Director, la SSA estará dotada de personal profesional y otro personal de apoyo con las aptitudes necesarias para el cumplimiento de sus funciones.


19.5
El Director de la SSAC podrá designar a un Vicedirector, perteneciente al “personal interamericano”, para que lo ayude a cumplir sus funciones.  Deberá tratarse de un oficial militar de un Miembro que posea rango equivalente a Capitán/Coronel, o un funcionario civil de un Miembro que posea potestades y conocimientos similares en asuntos militares, de defensa y conexos [similares], y que sea asignado a la Junta por ese Miembro.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


En este artículo se enuncian en mayor detalle la organización y las funciones de la Subsecretaría (“SSAC”).  Como lo establece la Sección 19.1, la SSAC cumple todas las funciones de asesoramiento no técnico de la Secretaría.  En otras palabras, es responsable de la prestación de servicios de traducción, interpretación y asistencia de sala al Consejo; asimismo del cumplimiento de todas las tareas administrativas necesarias para el funcionamiento de edificio; del pago de las cuentas; la preparación de informes administrativos y financieros; las transacciones de gestión y administración de personal; la realización de las actividades necesarias en el marco de la estructura de la Junta para el mantenimiento de relaciones de cooperación; la prestación de servicios de protocolo, etc.


La SSAC está formada por su Director y personal.  El Director cumple esencialmente las mismas funciones que las atribuidas al funcionario denominado “Secretario” en un proyecto anterior de este Estatuto propuesto por el Consejo.  La Sección 19.2 establece las calificaciones que debe tener el Director, que son similares a las del Director General, para garantizar el necesario respeto de los altos funcionarios y el personal civil que forman parte del personal de la Secretaría y facilitar las relaciones con las Delegaciones.  Al igual que el Director de la SSA, el Director de la SSAC es electo por el Consejo.  El Director de la SACS depende exclusivamente del Director General, que a su vez depende directamente del Consejo en cuanto a la administración de la Secretaría.


Se ha propuesto un mandato de cuatro años para el Director, para que coincida con el propuesto para al DG en este Estatuto.  Sin embargo, no damos preferencia a determinado mandato,; simplemente creemos que su duración debe definirse en este Estatuto.


En la Sección 19.4 se reconoce la necesidad de que la SSAC disponga de un funcionario que ayude al Director a realizar las funciones y responsabilidades de las áreas pertinentes.  En la Sección 19.5 se autoriza al Director a designar a un Vicedirector, debiendo observarse los requisitos referentes a potestades y conocimientos recomendados por el Consejo en un proyecto anterior de este Estatuto.

Artículo 20.
Recursos Humanos

20.1
La Secretaría podrá obtener recursos humanos contratando los servicios de funcionarios o contratistas independientes.

a.
Sólo podrán ser funcionarios de la Secretaría las personas designadas como tales en sus cartas de designación ante la JID.  Serán contratados directamente como empleados o se tratará de empleados militares y civiles de los Miembros, que éstos proporcionen a la JID por el sistema de pase en comisión.

b.
Los contratistas independientes son personas jurídicas o naturales contratadas para proporcionar productos o servicios laborales a la Secretaría, normalmente por plazos breves y en forma temporal en régimen de contrato de desempeño.  No son funcionarios o empleados de la Secretaría, y un contrato de desempeño no crea una relación de empleo entre la Secretaría y una persona.

20.2
Al seleccionar el personal de la Secretaría deberá tenerse en cuenta ante todo la eficiencia, competencia y probidad, pero se dará importancia, al propio tiempo, a la necesidad de que el personal sea escogido, en todas las jerarquías, con un criterio de representación geográfica tan amplio como sea posible.

20.3
En el cumplimiento de sus cometidos los funcionarios de la Secretaría no deberán solicitar ni recibir instrucciones de ningún gobierno o autoridad ajenos a la Junta, y deberán abstenerse de realizar cualquier acto incompatible con su cargo de funcionarios de un organismo internacional, que dependen exclusivamente de la Junta.

20.4
Todos los funcionarios de la Secretaría son responsables de sus actos ante sus supervisores funcionales inmediatos.

[20.5
Los funcionarios de la JID no son funcionarios de la Secretaría General de la OEA (“SG/OEA”) ni tienen derecho a los beneficios conferidos a los funcionarios de la SG/OEA conforme a las Normas Generales de la OEA, el Reglamento de Personal de la OEA y las resoluciones de la Secretaría General de la OEA; sin embargo, funcionarios de la JID pueden ser designados temporalmente como personal asociado de la Secretaría General conforme a las Normas Generales pertinentes de la OEA y a las reglas de personal que rigen a los funcionarios asociados, y los funcionarios de cualquiera de esos dos órganos pueden ser asignados en comisión al otro en observancia de las normas respectivas de dichos órganos.]

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

Los organismos especializados y entidades especializados que utilicen personal de la Secretaría General como personal de sus propias Secretarías no deben tratar cuestiones de dotación de personal en sus Estatutos, ya que todos ellos se rigen por disposiciones de la Carta de la OEA sobre la SG/OEA, las Normas Generales y el Reglamento de Personal de la SG/OEA.  Por esa razón en los Estatutos de la CIM y del IIN son escasas las disposiciones referentes al personal.  Por otra parte, los documentos básicos del IICA, que al igual que la Junta tiene su propio personal de Secretaría, contienen disposiciones generales referentes a dotación de personal.  Por lo tanto, tal como ocurre en la Carta de la OEA con respecto al personal de Secretaría
/ y en la Convención sobre el IICA
/ con respecto al personal de ese organismo, incluimos en este Estatuto disposiciones referentes al personal de la Secretaría.

Esta Sección 20.1 comienza con una definición de los recursos humanos que tiene a su disposición la Junta.  Su texto se deriva del Artículo 17 de las Normas Generales de la OEA, que representa el pensamiento más reciente de la Organización sobre el tema.  Los recursos humanos son de dos tipos:  funcionarios, que son empleados que mantienen una relación de trabajo y tienen derecho de los beneficios mínimos propios de los empleados conforme a las normas jurídicas aplicables, y los contratistas independientes, que normalmente son consultores u otras personas contratadas temporalmente para cumplir una tarea específica o producir determinado producto, sin orientación o supervisión sustancial del personal de la Secretaría.  La Sección 20.1 reconoce, en la parte a, que en la Junta hay dos tipos de funcionarios:  militares y civiles enviados en comisión a la Junta por Miembros, y empleados civiles, contratados directamente por la Secretaría.

La Sección 20.2 es prácticamente una copia del Artículo 120 de la Carta de la OEA.  Una disposición similar figura en el Artículo 21 de la Convención sobre el IICA.  Establece normas objetivas para la contratación del personal de la Secretaría.  Finalmente, el Artículo 13 de la resolución AG/RES. 87, Normas que rigen a los Organismos Especializados, establece directrices para la dotación de personal de esos organismos e incluye un texto muy similar.

La Sección 20.3 es una adaptación del Artículo 118 de la Carta de la OEA.  También es prácticamente idéntico al Artículo 22 de la Convención sobre el IICA.  Se trata de una norma sobre conflicto de intereses que impone al personal de la Secretaría la obligación de trabajar en interés de la entidad y no de determinado Miembro o grupo de Miembros.

La Sección 20.4 se deriva del proyecto anterior del Estatuto propuesto por el Consejo.  Establece una cadena de responsabilidad para el personal de la Secretaría.
CAPÍTULO VI

El COLEGIO INTERAMERICANO DE DEFENSA

Artículo 21.
Propósito
21.1
El propósito del Colegio Interamericano de Defensa (“el CID” o “el Colegio”) consiste en crear y proporcionar oportunidades para la realización de estudios académicos avanzados sobre temas militares y relacionados con la defensa, el sistema interamericano y disciplinas académicas conexas para funcionarios gubernamentales militares y civiles.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


El Artículo 21 simplemente define el propósito del Colegio, o lo que algunas Delegaciones denominan “la misión” del mismo.  Ese enunciado no está tomado de ningún documento, sino que se basa en un enunciado de “misión” establecido en el proyecto anterior de este Estatuto elaborado por el Consejo y en el enunciado de misión que aparece en el actual reglamento de la Junta.
/  También procura reconfirmar el enunciado del propósito en el Artículo 2 de este Estatuto, que hace referencia a la función del Colegio de proporcionar educación a dependencias militares y funcionarios civiles en  asuntos militares, de defensa y conexos [similares].  

Además de reconocer que el ámbito central de competencia del Colegio es el referente a temas militares, de defensa y conexos [similares], la Sección 21 tiene en cuenta también el hecho de que el Colegio ha ofrecido otros cursos considerados esenciales como parte de la educación de dependencias militares y funcionarios civiles que se ocupan de cuestiones relacionadas con la defensa Esta esfera comprende relaciones internacionales, economía, ciencia política y otras ciencias sociales.  El enunciado del propósito no es indebidamente restrictivo, y permitiría a la Junta ofrecer cursos sobre otras disciplinas conexas.

Artículo 22.
El Director del CID

22.1
El CID tendrá un Director, que será un Oficial Jefe o un Oficial General de un Miembro de la Junta, o un funcionario civil que posea potestades y conocimientos similares relacionados con asuntos militares y de defensa y sea asignado al Colegio por un Miembro.  El Director del CID será electo por el Consejo en una Asamblea, por voto mayoritario de sus Miembros, por un plazo de no menos de cuatro años, renovable por un plazo de no menos de cuatro años.  El Director del CID podrá ser removido por el Consejo en una Asamblea, por voto mayoritario de dos tercios de sus Miembros.

22.2
El Director del CID será responsable ante el Consejo de la administración del Colegio, en observancia de las directrices y políticas establecidas por el Consejo.
ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

Este artículo establece el cargo de Director del Colegio.  Al igual que otras disposiciones de este Estatuto representa un apartamiento de las prácticas corrientes.  Conforme al actual Reglamento de la Junta, el Director del Colegio “pertene[ce] a[l] ...  país-sede, [designado]”.  La Sección 22.1 de este nuevo Estatuto democratizaría el cargo.  Específicamente, conforme a lo recomendado por el Consejo en un proyecto anterior de este Estatuto, en este artículo se prevé que la elección y/o remoción del Director estén a cargo del Consejo.


La Sección 22.1 establece un mandato de cuatro años para el Director, Sin embargo, no damos preferencia a determinado mandato; simplemente creemos que su duración debe definirse en este Estatuto.


En la Sección 22.2 se establece el alcance de las potestades del Director.  Es él, y no el Director General, el responsable de la administración del Colegio, en observancia de las directrices establecidas por el Consejo.  Su línea de responsabilidad lo vincula directamente con la Junta, y no con el DG, lo que es razonable por dos motivos.  Primero, el Colegio es un órgano independiente de la Secretaría.  Segundo, este sistema complementa la labor de democratización de la Junta.

Artículo 23.
Otras autoridades del CID

23.1
El Consejo elegirá por voto mayoritario de sus Miembros a un Subdirector y a un Jefe de Estudios del CID, cuyos cometidos serán establecidos por el Director del CID en consulta con el Consejo.  Dependerán directamente del Director del CID.

23.2
Tanto el Subdirector como el Jefe de Estudios del CID deberán ser un Oficial Jefe o un Oficial General de un Miembro, o un funcionario civil que posea facultades y conocimientos similares relacionados con asuntos del ámbito de competencia del CID, y deberán ser asignados al Colegio por un Miembro.  Podrán ser removidos de sus cargos por el voto mayoritario de dos tercios de sus Miembros.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


El Artículo 23 es la adaptación de un proyecto anterior de este Estatuto propuesto por el Consejo, que establecería esos dos cargos para el Consejo.  En el texto subsiguiente hemos hecho hincapié en que la línea de responsabilidad de esos funcionarios los vincule con el Director del Colegio, y hemos dispuesto que el Consejo no sólo pueda designarlos, sino también removerlos.


El cargo de Subdirector es, esencialmente, el del actual Jefe del Departamento de Administración según el reglamento vigente.  Conforme a ese reglamento, lo designa el país-sede.  

Artículo 24.
Recursos humanos e instalaciones

24.1
Las disposiciones establecidas en el Artículo 20 para los recursos humanos de la Secretaría de la JID se aplicarán igualmente al personal del CID.

24.2
El Director del CID, en consulta con el Director General y con el Consejo, reglamentará la ocupación de instalaciones y el uso de equipos y suministros proporcionados por el país-sede al CID.  Esa reglamentación será revisada y actualizada periódicamente en la medida en que sea necesario.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


La finalidad de esta Sección 24.1, sobre Recursos Humanos, consiste en garantizar la congruencia entre la política de personal de la Secretaría y el Colegio, en observancia de normas internacionales comunes.  Simplemente establece que se aplicarán por igual al Colegio y a la Junta idénticos principios generales en materia de personal.


En la Sección 24.2 se reconoce la necesidad de institucionalizar la relación del Colegio con el país-sede en cuanto a instalaciones y suministros.  Se encomienda al Director del CID el cometido de aclarar y coordinar el uso y ocupación de las instalaciones y la obtención de suministros con las autoridades pertinentes del país-sede, en consulta con el Director General y con el Consejo.

CAPÍTULO VII

RECURSOS FINANCIEROS

Artículo 25.
Contribución del Fondo Regular de la OEA
25.1
En la medida prevista en su Acuerdo con la OEA, la JID recibirá una contribución anual en el marco del Programa-Presupuesto anual aprobado por la Asamblea General de la OEA.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


La Novena Conferencia Internacional de Estados Americanos que creó la OEA en 1948 adoptó también la resolución VII, que establecía que el Presupuesto de la OEA “incluirá […] los gastos que requiere la Secretaría de la Junta Interamericana de Defensa”.  No obstante, esa directriz no se incluyó en la Carta, en que ninguna disposición impone a la Asamblea General de la OEA la obligación de considerar un financiamiento de la Junta por tiempo indefinido.  Si los Estados miembros fundadores hubiera tenido la intención de que esa obligación fuera permanente así lo habrían dispuesto en la Carta.  Como se trata de una resolución, puede ser modificada por la Asamblea General, que es la sucesora institucional de las Conferencias Internacionales de los Estados Americanos, que desaparecieron al entrar en vigor, en 1971, las enmiendas de la Carta de la OEA de 1948 en el marco del Protocolo de Buenos Aires.


En la Sección 25.1 se reconoce el hecho de que la Junta recibirá una contribución en el marco del presupuesto del Fondo Regular de la OEA, pero supeditada a la aprobación de la Asamblea General de la OEA, y se utiliza el término “puede”, que implica permiso, en lugar de “podrá”, que supone obligación, en virtud de la explicación que antecede.  En las consultas ha habido cierto debate acerca de si la mencionada debe seguir siendo una obligación del Fondo Regular, como aquí se propone, o si debe ser discrecional, mediante la utilización del término “podrá recibir” en lugar de “recibirá”. En definitiva, la cuestión realmente carece de importancia.  Si la Asamblea General desea eliminar la obligación, lo único que tiene que hacer es modificar el Estatuto, y entre tanto puede reducir la contribución a una cantidad insignificante.

Artículo 26.
Contribuciones voluntarias

26.1
Las contribuciones voluntarias efectuadas por Miembros y otros donantes constituyen una fuente importante de financiamiento para la JID.  La Secretaría deberá depositarlas en fondos específicos o fondos fiduciarios, según lo que preceptúe el donante y las directrices establecidas por el Consejo.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


El Artículo 26 reconoce la importancia de las contribuciones voluntarias para el financiamiento de las actividades de la Junta.  Al igual que las Normas Generales de la SG/OEA, preceptúa el depósito de esas contribuciones en fondos específicos o fondos fiduciarios según lo dispuesto por el donante y las directrices adoptadas por el Consejo.  No fue bien recibida una propuesta preliminar de crear otro fondo respaldado por un cargo obligatorio, por lo cual decidimos no incluirla en este proyecto.

Artículo 27.
Reglamento financiero y/o directrices financieras

27.1
Como garantía de la transparencia y de una ordenada realización de las actividades de la Junta y de la administración de sus recursos, el Consejo adoptará y enmendará, si es necesario, el Reglamento financiero y las directrices financieras y otros reglamentos de administración y adecuado control de sus recursos, en observancia de normas generalmente aceptadas.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

La finalidad de este artículo consiste en recordar a la Junta que es responsable de establecer el Reglamento Financiero y otras directrices de administración financiera, y de los recursos compatibles con prácticas generalmente aceptadas.  Las disposiciones de este tipo infunden confianza a los potenciales donantes.

[CAPÍTULO VIII

RELACIONES CON OTROS ÓRGANOS DE LA OEA

Artículo 28.
Uso del Edificio de la SG/OEA ubicado en 2600 16th Street


28.1
La Secretaría General de la OEA (“SG/OEA”) permitirá a la JID ocupar y operar como sede el inmueble conocido como “Casa del Soldado”, actualmente de propiedad de la SG/OEA, ubicado en 2600 16th St., N.W., Washington, D.C., en tanto la SG/OEA sea el titular de esa propiedad, a condición de que la Junta se haga cargo de las reparaciones y el mantenimiento del inmueble, junto con otros costos relacionados con su utilización, y con sujeción a las necesidades de la SG/OEA.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


Durante más de cincuenta años la Junta ha ocupado un edificio de propiedad de la Secretaría General de la OEA (“SG/OEA”) ubicado en Sixteenth Street, y conocido como la “Casa del Soldado”.  Se trata de una estructura histórica construida alrededor de las mismas fechas que el Edificio Principal de la OEA.  En 1986, tanto la Junta como la Secretaría contribuyeron a sufragar los costos de construcción de una ampliación moderna del edificio, de 10.000 pies cuadrados de extensión, y de renovación de ciertas partes de la estructura original.  Al igual que el Edificio Principal de la OEA, la parte histórica de la Casa del Soldado aloja un salón de baile de yeso decorativo y oficinas.  El agregado más nuevo contiene instalaciones para conferencias y más oficinas modernas, así como un espacio limitado para estacionamiento de vehículos.  Como la Casa del Soldado pertenece a la OEA, goza de protección conforme al Artículo I del Acuerdo de Sede entre la OEA y los Estados Unidos de América, y según lo dispuesto en el Anexo A de ese acuerdo forma parte de la Sede de la OEA.


En esta sección se reconoce la ocupación de la Casa del Soldado por parte de la JID.  Además se reitera la situación de facto que ha existido en esos últimos cincuenta años, con respecto a esa ocupación.  En otras palabras, la JID ocupa esas instalaciones a discreción de la SG/OEA en el entendido de que la Junta está dispuesta a hacerse responsable de las reparaciones, el mantenimiento y otros costos relacionados con la utilización que realiza del inmueble.  La continuación de la ocupación del bien por parte de la Junta dependerá de que la SG/OEA siga siendo propietaria de las instalaciones, de las restantes necesidades de la SG/OEA, y del cumplimiento, por parte de la Junta, de las obligaciones que ha asumido.  La tenencia por parte de la Junta no obstará al derecho de la OEA de vender o dar en arriendo la Casa del Soldado, o utilizarla, en todo o en parte, para otros fines

Artículo 29. 
Informes a otros órganos de la OEA

29.1
Anualmente la Junta remitirá a la Asamblea General, a través de la SG/OEA, su Informe Anual sobre sus actividades y presupuesto, en observancia de los requisitos que establezcan la Asamblea General y el Consejo Permanente de la OEA.


29.2
La Junta preparará y remitirá a los restantes órganos de la OEA todo otro informe sobre sus actividades que se le solicite.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


No existe una resolución de la Asamblea General referente a entidades, similar a la Resolución AG/RES. 87 aplicable a los organismos especializados, que establezca requisitos para las “otras entidades” mencionadas en el párrafo final del Artículo 51 de la Carta.  No obstante, los Artículos 54(f) y 91(f) de la Carta hacen referencia a los informes anuales que remiten las entidades a la Asamblea General, y en función de esos artículos puede imponerse la obligación de presentar tales informes.  No obstante, para que no quede ninguna duda, hemos incluido en el Artículo 31 obligaciones positivas de suministro de informes, en este caso para la Junta. Son similares a los que aparecen en la Parte VIII de la AG/RES. 87 Normas para organismos especializados.

Artículo 30
Correspondencia oficial ente la JID y otros órganos de la OEA


30.1
Toda la correspondencia oficial que remita la JID a la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta, el Consejo Permanente de la OEA y la SG/OEA se dirigirá a la Secretaría General de la OEA.  La correspondencia que remita la JID a todos los restantes órganos de la OEA se dirigirá a los oficiales ejecutivos jefes de esos órganos.


30.2
Toda la correspondencia oficial que remitan la OEA y sus otros órganos a la JID se dirigirá al Oficial Ejecutivo Jefe de la Junta, actualmente conocido como “Director General”.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


A través de las Secciones 30.1 y 30.2 se procura garantizar que la correspondencia mutua de los órganos de la Organización y de la Junta llegue al destino apropiado.  La disposición contenida en la  Sección 31.1, según la cual la correspondencia que remita la Junta a la Asamblea General, la Reunión de Consulta y el Consejo Permanente de la OEA debe dirigirse primeramente al Secretario General, refleja lo establecido en el Artículo 28 de la AG/RES. 87 Normas, que dispone que toda esa correspondencia se canalice a través de la Secretaría General.  No existen razones por las cuales esa regla no deba aplicarse también a las entidades.

Artículo 31.
Coordinación


31.1
Los programas y actividades de la JID deben evitar la duplicación de esfuerzos y gastos y ser complementarios de las actividades que realicen los otros órganos de la OEA.


31.2
Para promover la coordinación con otros órganos de la OEA, la Junta participará como miembro del Comité de Coordinación de Programas de Cooperación del Sistema Interamericano y cumplirá sus recomendaciones.


31.3
La Junta realizará un intercambio regular de información con la SG/OEA, el Consejo Permanente de la OEA y los correspondientes órganos subsidiarios del Consejo Permanente, el Comité Interamericano contra el Terrorismo, la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas, el Departamento de Seguridad Multidimensional y otros órganos de la OEA y dependencias de la SG/OEA que se ocupan de asuntos de interés mutuo.  Análogamente, esos órganos de la OEA intercambiarán regularmente información de interés mutuo con la Junta.  Serán objeto del intercambio de información, por ejemplo, las notificaciones de venideras reuniones, junto con sus temarios, materiales técnicos de interés mutuo, copias de proyectos de resoluciones, temarios provisionales de reuniones e informes finales de reuniones.


31.4
El Presidente del Consejo de Delegados de la Junta, el Vicepresidente, el Director General de la Secretaría de la Junta y el Director del Colegio Interamericano de Defensa podrán asistir a las sesiones de la Asamblea General de la OEA y a las reuniones de otros órganos y entidades de la OEA, con derecho de hacer uso de la palabra, conforme a los reglamentos aplicables.  Análogamente, el Secretario General de la OEA, el Presidente del Consejo Permanente de la OEA y otros funcionarios de alto rango de otros órganos de la OEA podrán asistir a las asambleas y otras reuniones públicas del Consejo de Delegados de la Junta, con derecho de hacer uso de la palabra conforme a los reglamentos aplicables.


31.5
La Asamblea General, los Consejos de la OEA y la Junta podrán formularse mutuas recomendaciones referentes a la inclusión de puntos en el temario de sus respectivas reuniones y conferencias, en la medida en que lo permitan los reglamentos aplicables.


31.6
La Junta y otros órganos de la OEA se intercambiarán publicaciones de interés mutuo.


31.7
La Secretaría de la Junta y la SG/OEA se intercambiarán información administrativa.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


En el Artículo 31 se procura establecer los principios básicos referentes a la cooperación y coordinación entre la Junta y los órganos de la OEA y entre la Junta y otras entidades.  Se incluyen disposiciones tomadas de AG/RES. 87 Normas, así como disposiciones de acuerdos similares entre la OEA y otros organismos especializados:  el Instituto Panamericano de Geografía e Historia (“IPGH”), el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (“IICA”) y el Instituto Interamericano del Niño (“IIN”). A la luz de las similitudes funcionales existentes entre las entidades y varios de los organismos especializados, no existe ningún motivo por el cual no hayan de aplicarse a las “otras entidades” como también a la Junta, las normas sobre coordinación que se aplican a los organismos especializados. 


La Sección 31.1 refleja el mandato contrario a la duplicación de actividades establecido en el Artículo 17 de la AG/RES. 87 Normas.  También se asemeja al Artículo 5 de los Acuerdos del IICA, el IPGH y el INI.
/

En virtud de la resolución AG/RES. 1666 (XXIX-O/99), la Asamblea General creó el Comité de Coordinación de Programas de Cooperación del Sistema Interamericano.
/  Todos los organismos especializados, junto con varias importantes entidades, como la CICAD, la CITEL y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, son miembros en virtud de esa resolución.
/  En caso de que la Junta se convierta en un Organismo Especializado o en una Entidad, también deberá ser miembro.  Por esa razón se ha establecido la Sección 31.2.


La finalidad de la Sección 31.3 consiste en promover el intercambio de información entre la Junta y los órganos de la OEA, lo que reviste especial importancia en relación con los órganos con los que la Junta mantiene intereses comunes:  el Comité Interamericano contra el Terrorismo (“CICTE”), la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (“CICAD”), el Consejo Permanente de la OEA y el Departamento de Seguridad Multidimensional. La información que ha de intercambiarse consiste, entre otras cosas, en fechas y temarios de reuniones, informes técnicos, proyectos de resoluciones e informes finales de reuniones.
/

El Artículo 26 de la resolución AG/RES. 87 establece que representantes de los organismos especializados pueden asistir a las reuniones de otros órganos de la Organización, en observancia, naturalmente, de los reglamentos de esos otros organismos.  Su texto establece lo siguiente:


Los Organismos Especializados Interamericanos que tengan un interés específico en el temario que ha de tratarse en las reuniones de otros órganos de la Organización podrán hacerse representar en ellas con de​recho a voz pero sin voto.  A su vez, los demás órganos de la Organización podrán hacerse representar en las reuniones de los Organismos Especializados Interamericanos con derecho a voz pero sin voto.  En ambos casos se procederá de acuerdo con los reglamentos respectivos.

No existe ninguna razón por la cual representantes de la Junta no hayan de gozar de un privilegio similar.  El Artículo 12 del Acuerdo IICA/OEA, el Artículo 11 del Acuerdo IPGH/OEA y el Artículo 10 del Acuerdo IIN/OEA tienen un texto similar.
/

En virtud de la Sección 31.5, la Junta y otros órganos de la OEA estarían facultados a formularse mutuamente recomendaciones para la inclusión de puntos del temario de sus respectivas reuniones.  Esto refleja lo dispuesto en el Artículo 24 de la AG/RES. 87 Normas, que establece:  “Tanto la Asamblea General como los Consejos de la Organización de los Estados Americanos y los Organismos Especializados Interamericanos podrán formularse recomendaciones entre sí para inclusión de asuntos en el temario de sus respectivas conferencias y reuniones”.
/  Tampoco en este caso existen razones por las que la Junta deba recibir un tratamiento diferente a ese respecto.


El intercambio de publicaciones resulta esencial para cualquier tipo de relación de cooperación.  La Sección 32.6 prevé ese intercambio entre la Junta y otros órganos de la OEA.  Una disposición similar figura en el Artículo 12 del Acuerdo IPGH/OEA, en el Artículo 13 del Acuerdo IIN/OEA y en el Artículo 13 del Acuerdo del IICA.
/

El Artículo 18(a) de la AG/RES. 87 Normas, impone a los organismos especializados la obligación de intercambiar “informaciones a nivel administrativo” con la SG/OEA.  Debería imponerse un requisito similar también a la Junta, debido a la estrecha relación administrativa que mantiene con la SG/OEA.  Por ejemplo, la SG/OEA desembolsa las sumas que la Junta recibe del Fondo Regular, dispensa servicios a la Casa del Soldado y ayuda a la Junta a administrar su programa de reembolso de tributos.  En la Sección 31.7 se reconoce esa relación y por lo tanto se impone la obligación de intercambiar información en relación con la misma].
CAPÍTULO VIII[IX]
DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 28[32].
Sede, prerrogativas e inmunidades

28.1[32.1]
La sede de la JID es Washington, D.C., Estados Unidos de América, en que tiene carácter de organismo público internacional y personería jurídica propia conforme a la legislación del país-sede.

28.2[32.2]
Las prerrogativas e inmunidades de que gozan la JID y sus funcionarios en los Estados miembros de la OEA se determinan conforme a las disposiciones pertinentes de la Carta de la OEA, la legislación de esos Estados y los acuerdos por ellos celebrados con la OEA o con la Junta.

28.3[32.3]
Según lo previsto en la legislación de sus Miembros y en los acuerdos arriba referidos, la JID podrá celebrar y ejecutar contratos o acuerdos, mantener fondos, bienes inmuebles y muebles, y adquirir, vender, arrendar, mejorar u operar cualesquiera bienes o propiedades ejerciendo su personería jurídica propia.

28.4[32.4]
Las prerrogativas e inmunidades de las Delegaciones de los Miembros ante el Consejo, en la sede, serán los previstos en la legislación aplicable del país-sede y en los acuerdos correspondientes mutuamente celebrados por ese país y la OEA.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

Las prerrogativas e inmunidades, incluido el reconocimiento de la personería jurídica para operar, son esenciales para el funcionamiento de organismos públicos internacionales como la Junta.  El tema de las prerrogativas e inmunidades generalmente se incluye entre los instrumentos jurídicos constitutivos de los organismos públicos internacionales.
/  Por esa razón, incluimos en este Estatuto este artículo sobre prerrogativas e inmunidades y sobre las sedes.

La Sección 28.1[32.1] establece que la sede de la Junta se encuentra en Washington, D.C., como ocurre desde hace más de cincuenta años.  También reconoce el hecho de que en virtud de la Orden Ejecutiva 10228 (26 de marzo de 1951) y en el marco de la Ley de Inmunidades de Organismos Internacionales de 1945 (“IOIA”, en sus siglas en inglés), el Gobierno del país-sede ha reconocido la personería jurídica de la Junta.  Sin embargo, a diferencia de la OEA, la Junta no mantiene un acuerdo bilateral sobre sede con el Gobierno de los Estados Unidos de América.  Además,  no puede regirse por el Acuerdo de Sede de la OEA porque no depende de la Secretaría General de la OEA para la prestación de servicios permanentes de secretaría.  Por lo tanto, su reconocimiento como organismo público internacional con prerrogativas e inmunidades en el marco de la IOIA es unilateral, y el país-sede puede retirar ese reconocimiento cuando lo desee. 


La Sección 28.2[32.2] reafirma el principio de que las prerrogativas e inmunidades de que goza la Junta dependerán de acuerdos multilaterales, acuerdos bilaterales y la legislación interna de los Estados miembros.  La Junta ya disfruta de amplias prerrogativas e inmunidades en el país-sede en virtud de las leyes y de la Orden Ejecutiva arriba mencionadas.  Como órgano de la OEA, tendrá derecho a las prerrogativas e inmunidades conferidas a todos los órganos de la OEA en virtud del Acuerdo Multilateral sobre Privilegios e Inmunidades actualmente vigente en Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecuador, Haití, Honduras, Nicaragua, Paraguay, Perú y Uruguay, y de los privilegios e inmunidades algo menos amplios concedidos a otros órganos de la OEA.  Para ampliarlos, la Junta tendrá que negociar acuerdos individuales con sus Miembros.

La Sección 28.3[32.3] reconoce la potestad de la Junta de celebrar contratos válidos y ser propietaria, en la medida en que se le reconozca personería jurídica en los Estados miembros.  La Sección 28.4[32.4] establece que las delegaciones tendrán las prerrogativas e inmunidades que les otorgue el país-sede, que a la fecha del presente proyecto de Estatuto incluyen las conferidas a las Delegaciones y otros organismos internacionales en el marco de la Ley de Inmunidades de Organismos Internacionales.  
Artículo 29[33].
Prohibición de discriminar

29.1[33.1]
La JID no admite restricción alguna por razones de raza, credo o género para determinar la capacidad de participar en las actividades de la Junta u ocupar cargos en la misma.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN

Esta disposición que prohíbe la discriminación está concebida en términos estándar, tomados casi textualmente del Artículo 137 de la Carta de la OEA, que se aplica a todos los órganos de la Organización, pero resulta tan importante que recomendamos que se repita también aquí.

Artículo 30[34].
Derecho interno y enmienda del Estatuto

30.1[34.1]
La jerarquía de las normas dentro de la Junta será la siguiente:  la norma suprema es la Carta de la OEA, seguida en orden descendente por las resoluciones de la Asamblea General de la OEA; las resoluciones de la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores; las resoluciones adoptadas por el Consejo Permanente de la OEA dentro de su esfera de competencia con respecto a la Junta; las resoluciones (incluidos el Reglamento, el Reglamento de Personal y el Reglamento Financiero) y otras decisiones de las Asambleas del Consejo de Delegados, y por último los actos administrativos del Director General y del Directo del CID actuando, cada uno de esos órganos, dentro de su respectiva esfera de competencia.

30.2[34.2]
Como este Estatuto requiere la aprobación de la Asamblea General para entrar en vigor, en el derecho interno de la Junta tiene el carácter de resolución de la Asamblea General.

30.3[34.3]
Este Estatuto sólo puede ser enmendado por la Asamblea General de la OEA, por iniciativa propia o por recomendación del Consejo Permanente.  El Consejo Permanente de la OEA, por iniciativa propia o por recomendación del Consejo de Delegados de la JID, puede proponer enmiendas a este Estatuto para que sean consideradas por la Asamblea General de la OEA.

ANÁLISIS DE LA SECCIÓN


Este artículo final tiene tres propósitos.  Primero, reafirma la subordinación política y jurídica de la Junta a los tres órganos civiles de la OEA que adoptan decisiones sobre asuntos militares, de defensa y conexos [similares] en el Hemisferio:  la Asamblea General de la OEA, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores y el Consejo Permanente.  Segundo, establece una jerarquía o pirámide dentro de la Junta.  Tercero, establece la hoja de ruta para la enmienda de este Estatuto.  

La autoridad suprema, como en todos los órganos de la OEA, salvo los creados en el marco de otros tratados interamericanos, corresponde a la Carta de la OEA.  Ésta es seguida por las resoluciones de la Asamblea General y, en el caso de la Junta, por las de la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores y del Consejo Permanente, dentro de sus respectivas esferas de competencia con respecto a la Junta.  Siguen en la jerarquía jurídica las decisiones de la Junta contenidas en sus resoluciones, directrices y otros actos.  El Reglamento del Consejo y las normas que éste adopta para la Secretaría, incluidos el Reglamento de Personal y el Reglamento Financiero, tienen, jurídicamente, carácter de decisiones del Consejo.  Luego se encuentran los actos administrativos dictados por el Director General y el Director del Colegio, dentro de sus respectivas esferas de competencia.  Esta jerarquía jurídica se establece en la Sección 30.1[34.1].

En la Sección 30.2 [34.2]se establece que este Estatuto posee, jurídicamente, el carácter de resolución de la Asamblea General.  De ello se sigue, conforme a  la Sección 30.3 [34.3], que sólo puede ser enmendado por la Asamblea General de la OEA, en ejercicio de la función que le confiere el Artículo 54(a) de la Carta, de “[d]ecidir la acción y la política generales de la Organización, determinar la estructura y funciones de sus órganos . . .”.

En virtud de la potestad suprema que ejerce la Asamblea General, la Sección 30.2[34.2] reconoce la facultad de ese órgano de enmendar el estatuto por iniciativa propia, pero también reconoce la facultad del Consejo Permanente y del Consejo de Delegados, a través del Consejo Permanente, de recomendar a la Asamblea General proyectos de enmiendas.
MODELO I:  ORGANISMO ESPECIALIZADO

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

ESTABLECIMIENTO DE LA JUNTA INTERAMERICANA DE DEFENSA COMO ORGANISMO ESPECIALIZADO: 

APROBACIÓN DEL ACUERDO BÁSICO Y EL ESTATUTO DE LA JID

LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO:  el informe del Consejo Permanente sobre el vínculo jurídico e institucional entre la Organización de los Estados Americanos y la Junta Interamericana de Defensa, CP/doc.     /05, y

CONSIDERANDO:


Que la Junta Interamericana de Defensa (“JID” o “la Junta”) fue creada en 1942 por resolución de la Tercera Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas, y fue reforzada ulteriormente a través de las Resoluciones VII y XXXIV de la Novena Conferencia Internacional de Estados Americanos, Conferencia que dio nacimiento a la OEA y a su Carta de 1948;


Que la Junta y la Organización de los Estados Americanos (“OEA” o “la Organización”) comparten objetivos comunes enmarcados en la Carta de la OEA y en el respeto del principio de supervisión civil de las Fuerzas Armadas dentro del contexto de la democracia representativa;


Que por resolución AG/RES. 1240 (XXIII-93) la Asamblea General “reiter[ó] que es necesario precisar la vinculación jurídico-institucional entre la Junta Interamericana de Defensa y la Organización de los Estados Americanos.   .  .  .”, que en la resolución AG/RES. 1848 (XXXII-O/02) la Asamblea General encomendó al Consejo Permanente “que examine la relación entre la OEA y la Junta y eleve recomendaciones a la Asamblea General y la JID para modificar la estructura e instrumentos básicos de la Junta en la medida necesaria para clarificar y lograr consenso en torno a su condición con respecto a la OEA, incluido el principio de supervisión civil y la conformación democrática de sus autoridades”, y que en la resolución AG/RES. 1998 (XXXIV-O/04) solicitó al Consejo Permanente  que “[continuara] el análisis y sus deliberaciones sobre la relación jurídico-institucional entre la OEA y la Junta Interamericana de Defensa”; 


Que la “Declaración sobre Seguridad en las Américas”, aprobada por los Estados miembros de la OEA en la Conferencia Especial sobre Seguridad celebrada en la Ciudad de México en octubre de 2003, reitera, en el párrafo 49, “la necesidad de aclarar la relación jurídica e institucional de la Junta Interamericana de Defensa (“JID”) con la OEA”, y en forma similar insta al Consejo Permanente a presentar propuestas específicas a la Asamblea General, a esos efectos;


Que la Asamblea General, órgano supremo de la OEA, está autorizado, conforme al Artículo 54 de la Carta, a “[d]ecidir la acción y la política generales de la Organización, determinar la estructura y funciones de sus órganos .  .  .  [y] a [d]ictar disposiciones para la coordinación de las actividades de los órganos, organismos y entidades de la Organización entre sí, y de estas actividades con las de las otras instituciones del sistema interamericano”;


Que conforme al Artículo 124 de la Carta, la Asamblea General determina qué instituciones intergubernamentales del sistema interamericano han de ser designadas como organismos especializados de la OEA conforme al Artículo 53(h) y al Capítulo XVIII de la Carta; y


Que el Artículo 128 de la Carta establece que las relaciones entre los organismos especializados y la OEA se establecen en acuerdos mutuamente celebrados por ellos y por la Secretaría General, conforme a la autorización de la Asamblea General, y que la resolución AG/RES. 87 (II-O/72) establece directrices para esos acuerdos,

RESUELVE:


1.
Autorizar y encomendar al Secretario General la firma, en nombre de la Organización de los Estados Americanos (“OEA”), del Acuerdo Básico entre la Organización de los Estados Americanos y la Junta Interamericana de Defensa (“Acuerdo OEA/JID”) que se adjunta a la presente resolución y se incorpora a la misma por vía de referencia.  


2.
Designar a la Junta Interamericana de Defensa (“JID”) como Organismo Especializado conforme al Artículo 53(h) y al Capítulo XVIII de la Carta de la OEA, con sujeción a la firma del Acuerdo OEA/JID por parte del Secretario General y un representante debidamente autorizado de la JID.


3.
Aprobar el Estatuto de la Junta Interamericana de Defensa, que se anexa a la presente resolución y se incorpora a la misma por vía de referencia, y que entrará en vigor no bien sea firmado el Acuerdo OEA/JID por ambas partes.


4.
Autorizar al Consejo Permanente a adoptar las siguientes medidas en caso de que un representante debidamente autorizado de la JID no suscriba el Acuerdo OEA/JID a más tardar el 30 de junio de 2005:

a.
Encomendar al Secretario General que no efectúe más asignaciones de fondos a la JID por el resto de 2004, provenientes de la apropiación para la JID prevista en el Programa-Presupuesto para 2004.

b.
Reorientar, en todo o en parte, el resto de la apropiación para 2005 proveniente del Programa-Presupuesto, destinándolo a otras prioridades de la OEA que determine.

c.
Reasignar, en todo o en parte, cualquier apropiación de la Junta enmarcada en el Programa-Presupuesto de 2006 a otras prioridades de la OEA que determine.

d. Encomendar a la JID, a través del Secretario General, que desaloje total o parcialmente las instalaciones de la denominada “Casa del Soldado”, ubicadas en 2600 16th St., N.W., Washington, D.C.

e.
Autorizar al Secretario General a adoptar la medida más conveniente para la Organización con respecto al destino a dar a la Casa del Soldado, incluido el arrendamiento o la venta de la misma.


5.
Solicitar al Secretario General que dé cuenta a la Asamblea General, en el próximo período ordinario de sesiones de la misma, de las medidas autorizadas en virtud de la presente resolución.

MODELO II:  ENTIDAD
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

ESTABLECIMIENTO DE LA JUNTA INTERAMERICANA DE DEFENSA COMO UNA ENTIDAD DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS Y 

APROBACIÓN DE SU ESTATUTO


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO:


El informe del Consejo Permanente sobre el vínculo jurídico e institucional entre la Organización de los Estados Americanos y la Junta Interamericana de Defensa, CP/doc.     /05; y

CONSIDERANDO:


Que la Junta Interamericana de Defensa (la “JID” o la “Junta de Defensa”) se creó mediante una resolución de la Tercera Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas en 1942, y fue fortalecida posteriormente mediante las Resoluciones VII y XXXIV de la Novena Conferencia Internacional Americana, misma que dio origen a la OEA y a su Carta de 1948;



Que la Junta y la Organización de los Estados Americanos (la “OEA” o la “Organización”) comparten objetivos comunes con base en la Carta de la OEA en el sentido de garantizar la paz y la seguridad del hemisferio y el respeto por el principio de supervisión civil de las fuerzas armadas dentro del contexto de la democracia representativa;



Que mediante la resolución AG/RES. 1240 (XXIII-93), la Asamblea General reiteró “la necesidad de definir la relación jurídica e institucional entre la Junta Interamericana de Defensa y la Organización de los Estados Americanos” y en la resolución AG/RES. 1848 (XXXII-O/02) encomendó al Consejo Permanente “que examine la relación entre la OEA y la Junta y eleve recomendaciones a la Asamblea General y la JID para modificar la estructura e instrumentos básicos de la Junta en la medida necesaria para clarificar y lograr consenso en torno a su condición con respecto a la OEA, incluido el principio de supervisión civil y la conformación democrática de sus autoridades”, y que en la resolución AG/RES. 1998 (XXXIV-O/04) solicitó al Consejo Permanente  que “[continuara] el análisis y sus deliberaciones sobre la relación jurídico-institucional entre la OEA y la Junta Interamericana de Defensa”;


Que la “Declaración sobre Seguridad en las Américas”, aprobada por los Estados miembros de la OEA en la Conferencia Especial sobre Seguridad celebrada en la Ciudad de México en octubre de 2003, reitera, en el párrafo 49, “la necesidad de aclarar la relación jurídica e institucional de la Junta Interamericana de Defensa (“JID”) con la OEA”, y en forma similar insta al Consejo Permanente a presentar propuestas específicas a la Asamblea General, a esos efectos;


Que la Asamblea General es el órgano supremo de la Organización facultado por el Artículo 54 de la Carta para “decidir la acción y la política generales de la Organización, determinar la estructura y funciones de sus órganos... [y para] dictar disposiciones para la coordinación de las actividades de los órganos, organismos y entidades de la Organización entre sí, y de estas actividades con las de las otras instituciones del Sistema Interamericano”, y

Que el Artículo 53 de la Carta de la OEA incluye entre otros órganos de la OEA a “entidades” que “se podrán establecer, además de los previstos en la Carta y de acuerdo con sus disposiciones”.

RESUELVE:

1.
Encomendar al Consejo Permanente, en estricta deliberación con la JID, que prepare y apruebe ad referendum de la Asamblea General un Estatuto para la JID para sustituir su actual Reglamento y modificar su estructura básica y su relación con la OEA en la medida necesaria para institucionalizar el principio de supervisión civil y la formación democrática de sus autoridades.

2.
Designar a la Junta Interamericana de Defensa como una “entidad” de la Organización con base en el Artículo 53 de la Carta de la OEA, sujeto a la subsecuente aprobación del Estatuto de la JID por el Consejo Permanente y la Junta ad referendum de la Asamblea General, y establecer que la situación de la JID como entidad de la OEA entrará en vigor legalmente una vez que su Estatuto sea aprobado por el Consejo Permanente y la Junta.

3. Solicitar al Consejo Permanente que presente el Estatuto de la JID aprobado por el Consejo y la JID para consideración de la Asamblea General en su próximo período ordinario de sesiones.

MODELO III:  ENTIDAD
PROYECTO DE RESOLUCIÓN

ESTABLECIMIENTO DE LA JUNTA INTERAMERICANA DE DEFENSA COMO UNA ENTIDAD DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS Y 

APROBACIÓN DE SU ESTATUTO


LA ASAMBLEA GENERAL,

VISTO:


El informe del Consejo Permanente sobre el vínculo jurídico e institucional entre la Organización de los Estados Americanos y la Junta Interamericana de Defensa, CP/doc.     /05; y

CONSIDERANDO:


Que la Junta Interamericana de Defensa (la “JID” o la “Junta de Defensa”) se creó mediante una resolución de la Tercera Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores de las Repúblicas Americanas en 1942, y fue fortalecida posteriormente mediante las Resoluciones VII y XXXIV de la Novena Conferencia Internacional Americana, la misma que dio origen a la OEA y a su Carta de 1948;


Que la Junta y la Organización de los Estados Americanos (la “OEA” o la “Organización”) comparten objetivos comunes con base en la Carta de la OEA en el sentido de garantizar la paz y la seguridad del hemisferio y el respeto por el principio de supervisión civil de las fuerzas armadas dentro del contexto de la democracia representativa;


Que mediante la resolución AG/RES. 1240 (XXIII-93), la Asamblea General reiteró “la necesidad de definir la relación jurídica e institucional entre la Junta Interamericana de Defensa y la Organización de los Estados Americanos” y en la resolución AG/RES. 1848 (XXXII-O/02) encomendó al Consejo Permanente “que [examinara] la relación entre la OEA y la Junta y [elevara] recomendaciones a la Asamblea General y la JID para modificar la estructura e instrumentos básicos de la Junta en la medida necesaria para clarificar y lograr consenso en torno a su condición con respecto a la OEA, incluido el principio de supervisión civil y la conformación democrática de sus autoridades”, y que en la resolución AG/RES. 1998 (XXXIV-O/04) solicitó al Consejo Permanente  que “[continuara] el análisis y sus deliberaciones sobre la relación jurídico-institucional entre la OEA y la Junta Interamericana de Defensa”;

Que la “Declaración sobre Seguridad en las Américas”, aprobada por los Estados miembros de la OEA en la Conferencia Especial sobre Seguridad celebrada en la Ciudad de México en octubre de 2003, reitera, en el párrafo 49, “la necesidad de aclarar la relación jurídica e institucional de la Junta Interamericana de Defensa (“JID”) con la OEA”, y en forma similar insta al Consejo Permanente a presentar propuestas específicas a la Asamblea General, a esos efectos;


Que la Asamblea General es el órgano supremo de la Organización facultado por el Artículo 54 de la Carta para “decidir la acción y la política generales de la Organización, determinar la estructura y funciones de sus órganos... [y para] dictar disposiciones para la coordinación de las actividades de los órganos, organismos y entidades de la Organización entre sí, y de estas actividades con las de las otras instituciones del Sistema Interamericano”, y

Que el Artículo 53 de la Carta de la OEA incluye entre otros órganos de la OEA a “entidades” que “se podrán establecer, además de los previstos en la Carta y de acuerdo con sus disposiciones”.

RESUELVE:

1.
Designar a la Junta Interamericana de Defensa como una “entidad” de la Organización con base en el Artículo 53 de la Carta de la OEA.

2.
Aprobar el Estatuto de la Junta Interamericana de Defensa, que se anexa a la presente Resolución.

3.
Solicitar a la Comisión de Seguridad Hemisférica del Consejo Permanente que controle las operaciones de la JID en el marco de su nuevo Estatuto, y solicitar al Consejo Permanente que informe al próximo período ordinario de sesiones de la Asamblea General sobre la efectividad de esta solución como vínculo jurídico institucional entre la JID y la Organización.
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1.	Por lo menos un Estado miembro ha objetado el término “conexos”.  Se ha sugerido colocar la palabra “similares” entre corchetes, como posible alternativa de creación de consenso.





	�.	AG/RES. 1409 (XXVI-O/96), AG/RES. 1494 (XXVII-O/97), AG/RES. 1566 (XXVIII-O/98), AG/RES. 1623 (XXIX-O/99), AG/RES. 1645 (XXIX-O/99), AG/RES. 1744 (XXX-O/00), AG/RES. 1801 (XXXI-O/01), AG/RES. 1879 (XXXII-O/02), AG/RES. 1967 (XXXIII-O/03) y AG/RES. 1996 (XXXIV-O/04).  Debe tenerse en cuenta que a la JID se le solicitó inicialmente que preparara un inventario de MFCS exclusivamente de carácter militar, pero que desde la resolución de 1998 no se ha mencionado esa referencia específica.


3.	El texto de esta fórmula es el resultado de conversaciones con las delegaciones y del propósito de dar cabida a los temas de su interés.  Se utiliza a lo largo de todo el documento.  Por lo menos un Estado miembro ha objetado el término “conexos”.  Se ha sugerido colocar la palabra “similares” entre corchetes, como posible alternativa.


	4.	Un hecho bastante interesante es que la Asamblea General no está facultada para autorizar la disolución de todos los órganos de la OEA, ya que en el párrafo final del  Artículo 53 se establece que la Asamblea General “ejercerá sus atribuciones de acuerdo con lo dispuesto en la Carta y en otros tratados interamericanos”.  Por lo tanto la Asamblea General no puede, por ejemplo, abolir el Consejo Permanente ni la Secretaría General, porque fueron creados expresamente en el marco de la Carta y su estructura y sus funciones básicas se establecen en la misma.  Análogamente, no está facultada para disolver al IICA, ni a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ni a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, porque los tres fueron establecidos en virtud de tratados interamericanos.


	5.	En la práctica, una resolución de la Asamblea General que confiera a la Junta otra función podría enmendar jurídicamente el Estatuto, ya que éste no es más que una resolución de la Asamblea General.


	6.	Por ejemplo, el Artículo 5 del Acuerdo del IPGH establece:  “Los programas y actividades del Instituto y de la Organización, deberán cumplirse dentro de un régimen que evite la superposición de esfuerzos y la duplicación de gastos y que facilite la implementación de las actividades del Instituto, de la Secretaría General y las de otros órganos de la Organización”.


	7.	Hasta la fecha este Comité no ha sido convocado.  No obstante, si el Secretario General decidiera activarlo como mecanismo de coordinación de la OEA, la Junta debería integrarlo.


	8.	Existe inclusive un organismo que no es miembro de la OEA:  el Banco Interamericano de Desarrollo.


	9.	Disposiciones similares aparecen, por ejemplo, en los Artículos 8 y 9 del Acuerdo IPGH/OEA, en los Artículos 9 y 10 del Acuerdo IICA/OEA y en los Artículos 7-9 del Acuerdo IIN/OEA.


	10.	Por ejemplo, el Artículo 11 establece:


			Los representantes del Instituto podrán concurrir, con derecho a voz, pero sin voto, a las reuniones de la Asamblea General y de los otros órganos, organismos y entidades de la Organización.  Por su parte los órganos de la Organización podrán hacerse representar en las reuniones del Instituto, con derecho a voz pero sin voto.  En ambos casos se procederá de acuerdo con las normas y reglamentos respectivos.


	11.	El Artículo 10 del Acuerdo IPGH/OEA, el Artículo 11 del Acuerdo IICA/OEA y el Artículo 9 del Acuerdo IIN/OEA tienen un texto similar.


	12.	La disposición correspondiente del Acuerdo IPGH/OEA establece:  “La Organización y el Instituto mantendrán un amplio canje de sus publicaciones”.


	11.	Análogamente, el Artículo 20 del Acuerdo IICA/OEA establece: “El presente Acuerdo podrá ser modificado por consentimiento mutuo entre el Secretario General de la Organización, previa autorización de la modificación por la Asamblea General de la Organización, y el Director General del Instituto”.


14.	El texto de esta fórmula es el resultado de conversaciones con las delegaciones e intentos de dar cabida a los temas de su interés.  Se utiliza a lo largo de todo el documento.  Por lo menos un Estado miembro ha objetado el término “conexos”.  Se ha sugerido colocar la palabra “similares” entre corchetes, como posible alternativa.


	�.	El Artículo 126 establece:  “Los Organismos Especializados disfrutan de la más amplia autonomía técnica, pero deberán tener en cuenta las recomendaciones de la Asamblea General y de los consejos, de conformidad con las disposiciones de la Carta”.


16.	Véase, Declaración de los Estados Unidos sobre las Relaciones Jurídicas e Institucionales entre la OEA y la JID, CSH/GT/JID/7/04; La visión nacional de El Salvador respecto al vínculo jurídico-institucional entre la Organización de los Estados Americanos y la Junta Interamericana de Defensa, CSH/GT/ADS-18/04; Memorándum, Canadá y la Junta Interamericana de Defensa, CSH/GT/ADS-22/04; Posición de Antigua y Barbuda, Bahamas, Barbados, Saint Kitts y Nevis, San Vicente y las Granadinas y Trinidad y Tobago sobre la Relación Jurídico-Institucional entre la OEA y la JID, CSH/GT/JID-9/05; Posición del GRUCA respecto a la Relación Jurídica-Institucional de la OEA-JID, CSH/GT/ADS-20/04.  El GRUCA está formado por Belice, El Salvador, Honduras, Nicaragua, Costa Rica, Panamá, República Dominicana y Guatemala.


17	Ídem, Documento de posición de Guatemala en nombre del GRUCA, supra. 


18.	En lo pertinente, el Artículo 129 establece:  “Los Organismos Especializados deben establecer relaciones de cooperación con organismos mundiales de la misma índole, a fin de coordinar sus actividades”.


	�.	Véase el Reglamento del IICA para la Aplicación del Artículo 24 de la Convención sobre el Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura, Artículo V, que establece:


			5.1	Para computar el quórum obligatorio de las sesiones de la Junta y del Comité en el marco de las respectivas Normas de Procedimiento sólo se contarán los Estados miembros cuyos derechos de voto no hayan sido suspendidos.


			5.2	Para calcular la mayoría de los Miembros, la mayoría de los Miembros presentes y una mayoría de dos tercios de los Miembros, sólo se computarán los Estados miembros cuyos derechos de voto no hayan sido suspendidos.


	�.	Véase la resolución CP/RES. 407, párrafos dispositivos 7 y 8.


	�.	Véase, por ejemplo, Reglamento de la JIA, Artículo 10.


	�.	 Véase, por ejemplo, Reglamento de la JIA, Artículo 14.


	�.	Véase, por ejemplo, Reglamento de la JIA, Artículo 12; Acuerdo entre la OEA y el INN, Artículo 10.


	�.	Véase Reglamento de la CIM, Artículos 6.


	�.	Véase Reglamento de la JIA, Artículos 13 y 14.


	�.	Véase Reglamento de la Asamblea General, Artículos 9 y 10.


	�.	Véase el Artículo 53 de la Carta.


	�.	El Artículo 6 de la Convención sobre el IICA establece:  “El Instituto tendrá los órganos siguientes:  a.  La Junta Interamericana de Agricultura; b.  El Comité Ejecutivo; y c.  La Dirección General”.


	�.	El Artículo 11 del Estatuto del IIN establece lo siguiente:


			“El Instituto realiza sus fines por medio de los siguientes órganos:  a.  El Consejo Directivo; b.  El Congreso Panamericano del Niño; y c.  La Oficina del Instituto”.


	�.	Véase, por ejemplo, el Artículo 8 del Estatuto del IICA sobre las funciones de la JIA; el Artículo 9 del Estatuto del IIN con respecto a su Consejo Directivo, y el Artículo 23 del Estatuto de la CIM con respecto al Comité Directivo de esta última.


	�.	Véase la Carta de la OEA, Artículos 9, 55, 58, 59 y 116.


	�.	El Artículo 109 establece:  “El Secretario General dirige la Secretaría General, tiene la representación legal de la misma, y sin perjuicio de lo establecido en el artículo 91, inciso b), es responsable ante la Asamblea General del cumplimiento adecuado de las obligaciones y funciones de la Secretaría General”.


	�.	El Artículo 20 establece:  “El Director General, bajo la supervisión de la Junta, tendrá la representación legal del Instituto y la responsabilidad de administrar la Dirección General para dar cumplimiento a las funciones y encargos de ésta .  .  .  “.


	�.	La OEJ de la CIM se denomina “Secretaria Ejecutiva” conforme al Artículo 26 de su Estatuto.


	�.	Con respecto al Secretario General de la OEA, véanse los Artículos 109 – 113 de la Carta de la OEA y el Artículo 12 de las Normas Generales.  Con respecto al Director General del IICA, véase …


	�.	Por ejemplo, el Artículo 20 de la Convención sobre el IICA enuncia a continuación en los términos siguientes las potestades del Director General:


			. . . [El Director General] Tendrá las siguientes funciones específicas que ejercerá de acuerdo con las normas y los reglamentos del Instituto y las disposiciones presupuestarias correspondientes:


			a.	Administrar los recursos financieros del Instituto de acuerdo con las decisiones de la Junta;


			b.	Determinar el número de miembros del personal; reglamentar sus atribuciones, derechos y deberes; fijar sus remuneraciones y, nombrarlos y removerlos, de acuerdo con las normas establecidas por la Junta o el Comité;


			c.	Preparar el proyecto de Programa-Presupuesto bienal, someterlo al Comité y, con las observaciones y recomendaciones de éste, a la Junta;


			d.	Presentar a la Junta o al Comité en los años en que aquélla no se reúna, un informe anual sobre las actividades y la situación financiera del Instituto;


			e.	Desarrollar las relaciones de cooperación y coordinación previstas en el artículo 4, inciso (c), y


			f.	Participar en las reuniones de la Junta y del Comité con voz pero sin voto.


	�.	El Artículo 7 establece:  “El Director General podrá delegar atribuciones y otorgar poderes a otros funcionarios del Instituto cuando lo estime conveniente, siendo responsable de las delegaciones que haga”.


	�.	Véase Carta de la OEA, Artículos 118-20, 137.


	�.	Véase Convención sobre el IICA, Artículos 21 y 22.


	�.	El Artículo 28 del actual Reglamento de la JID definió en los términos siguientes la misión del Colegio:  “[…] es el Instituto Militar de Altos Estudios de la JID cuya misión es:  “Preparar a personal militar y civil de los Estados Americanos mediante su capacitación académica sobre el Sistema Interamericano y los factores políticos, sociales, económicos y militares de la seguridad y defensa hemisférica”.  


	�.	Por ejemplo, el Artículo 5 del Acuerdo del IPGH establece:  “Los programas y actividades del Instituto y de la Organización, deberán cumplirse dentro de un régimen que evite la superposición de esfuerzos y la duplicación de gastos y que facilite la implementación de las actividades del Instituto, de la Secretaría General y las de otros órganos de la Organización”.


	�.	Hasta la fecha este Comité no ha sido convocado.  No obstante, si el Secretario General decidiera activarlo como mecanismo de coordinación de la OEA, la Junta debería integrarlo.


	�.	Existe inclusive un organismo que no es miembro de la OEA:  el Banco Interamericano de Desarrollo.


	�.	Disposiciones similares aparecen, por ejemplo, en los Artículos 8 y 9 del Acuerdo IPGH/OEA, en los Artículos 9 y 10 del Acuerdo IICA/OEA y en los Artículos 7-9 del Acuerdo IIN/OEA.


	�.	Por ejemplo, el Artículo 11 establece:


			Los representantes del Instituto podrán concurrir, con derecho a voz, pero sin voto, a las reuniones de la Asamblea General y de los otros órganos, organismos y entidades de la Organización.  Por su parte los órganos de la Organización podrán hacerse representar en las reuniones del Instituto, con derecho a voz pero sin voto.  En ambos casos se procederá de acuerdo con las normas y reglamentos respectivos.


	�.	El Artículo 10 del Acuerdo IPGH/OEA, el Artículo 11 del Acuerdo IICA/OEA y el Artículo 9 del Acuerdo IIN/OEA tienen un texto similar.


	�.	La disposición correspondiente del Acuerdo IPGH/OEA establece:  “La Organización y el Instituto mantendrán un amplio canje de sus publicaciones”.


	�.	Véanse, por ejemplo, los Artículos 26-30 de la Convención sobre el IICA y los Artículos 132-36 de la Carta de la OEA.






